
 

 

 SENTENCIAS DEL TRIBUNAL SUPREMO RELATIVAS A RESOLUCIONES DE LA JUNTA ARBITRAL 

 

Tribunal Supremo: Traslado de saldos IVA. 
SENTENCIA de treinta de Marzo de dos 
mil once. 

VISTO por la Sección Segunda de la Sala 
Tercera de este Tribunal, integrada por los 
Excmos. Señores Magistrados anotados al 
margen, el Recurso Contencioso-Adminis-
trativo interpuesto por la Administración Ge-
neral del Estado, representada y dirigida por 
el Abogado del Estado; y, estando promovi-
do contra la Resolución 11/2009, de 19 de 
junio, de la Junta Arbitral prevista en el Con-
cierto Económico entre el Estado y la Comu-
nidad Autónoma del País Vasco aprobado 
por la Ley 12/2002, de 23 de mayo, que 
acuerda declarar que la Administración del 
Estado es la competente para la devolución 
a Construcciones Abanto 2002, S.L. de los 
saldos pendientes durante el tiempo del año 
2004 en que el domicilio de dicha entidad 
estuvo situado en territorio común. Habiendo 
sido partes recurridas, de un lado, la entidad 
mercantil Construcciones Abanto 2002, S.L., 
representada por la Procuradora Dª. Leoca-
dia García Cornejo, bajo la dirección de 
Letrado, y de otro, la Diputación Foral de 
Guipúzcoa, representada por la Procuradora 
Dª. Rocío Martín Echagüe, bajo la dirección 
de Letrado.  

ANTECEDENTES DE HECHO  

PRIMERO.  

La Junta Arbitral del Concierto Económico 
con la Comunidad Autónoma del País Vasco, 
con fecha 19 de junio de 2009, adoptó reso-
lución número 11/2009, en relación con el 
expediente 18/2009, promovido por la Dipu-
tación Foral de Guipúzcoa contra la Adminis-

tración del Estado, y cuyo objeto es determi-
nar la competencia para la devolución del 
IVA correspondiente al ejercicio 2006 recla-
mada por Construcciones Abanto 2002, S.L. 
En dicha resolución se acuerda: "Declarar 
que la Administración del Estado es la com-
petente para la devolución a Construcciones 
Abanto 2002, S.L. (CIF B43699347) de los sal-
dos generados durante el tiempo del año 
2004 en que el domicilio de dicha entidad 
estuvo situado en territorio común, sin perjui-
cio de su potestad de comprobar dichos 
saldos.".  

SEGUNDO.  

Contra la anterior sentencia, la Administra-
ción General del Estado formuló Recurso 
Contencioso-Administrativo. Termina supli-
cando de la Sala dicte sentencia por la que 
se declare la nulidad del acuerdo impugna-
do de la Junta Arbitral, por ser la Administra-
ción competente para devolver el IVA objeto 
de este recurso la Diputación Foral de Gui-
púzcoa.  

TERCERO.  

Por auto de 6 de julio de 2010, esta Sala es-
timó la petición de nulidad de actuaciones 
formulada por la Diputación Foral de Guipúz-
coa en relación con la sentencia que se 
había dictado en el presente recurso el 3 de 
marzo de 2010 y ordenó la retroacción de las 
actuaciones por no haber tenido por parte a 
la Diputación Foral de Guipúzcoa.  

CUARTO.  

Efectuado el trámite para conclusiones a 
las partes recurridas, se acuerda por provi- 
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dencia de 16 de diciembre de 2010, señalar 
para votación y fallo el 17 de marzo pasado.  

Siendo Ponente el Excmo. Sr. D. Manuel Vi-
cente Garzón Herrero, Magistrado de la Sala  

FUNDAMENTOS DE DERECHO  

PRIMERO.  

Se impugna, mediante este Recurso Con-
tencioso-Administrativo, interpuesto por el 
Abogado del Estado, la resolución de la Jun-
ta Arbitral del Concierto Económico de 19 de 
junio de 2009 por la que el Conflicto Negativo 
planteado por la Diputación Foral de Gui-
púzcoa sobre cual de las dos Administracio-
nes era competente para la devolución del 
IVA correspondiente al ejercicio 2006 a Cons-
trucciones Abanto 2002, S.L., declaró: "Decla-
rar que la Administración del Estado es la 
competente para la devolución a Construc-
ciones Abanto 2002, S.L. (CIF B43699347) de 
los saldos generados durante el tiempo del 
año 2004 en que el domicilio de dicha enti-
dad estuvo situado en territorio común, sin 
perjuicio de su potestad de comprobar di-
chos saldos.".  

No conforme con dicha resolución el Abo-
gado del Estado interpone el Recurso Con-
tencioso-Administrativo que decidimos solici-
tando en la Suplica de la demanda: "... dicte 
sentencia declarando la nulidad del acuerdo 
impugnado de la Junta Arbitral, por ser la 
Administración competente para devolver el 
IVA objeto de este recurso la Diputación Foral 
de Guipúzcoa.".  

SEGUNDO.  

Los hechos que configuran el debate son 
los siguientes:  

1º.- Construcciones Abanto 2002, S.L. (CIF 
B43699347) trasladó el 15 de abril de 2004 su 
domicilio social desde Tarragona a Guipúz-
coa, pasando a tributar desde ese momento 
por el Impuesto sobre el Valor Añadido en el 

Territorio Histórico de Guipúzcoa conforme a 
lo previsto en los artículos 27.Uno. Tercera y 
43.7 del Concierto Económico entre el Estado 
y el País Vasco, aprobado por Ley 12/2002, 
de 13 de mayo, en su redacción entonces 
vigente.  

2º.- A pesar del cambio de domicilio social, 
la entidad presentó en plazo ante la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria, con fe-
cha 3 de enero de 2005, la declaración re-
sumen anula del IVA (modelo 390) por los dos 
primeros trimestres de 2004, con un resultado 
a devolver de 632.788,87 euros.  

3º.- La Jefa de la Dependencia de Gestión 
Tributaria de la Delegación de Guipúzcoa de 
la AEAT adoptó un acuerdo de liquidación 
provisional de fecha 26 de abril de 2006, se-
gún el cual no resultaba cantidad alguna a 
devolver. Dicho acuerdo se basó en los si-
guientes fundamentos jurídicos que el escrito 
de planteamiento resume fielmente de la 
siguiente manera:  

Uno. La entidad declarante, al no haber 
superado en el ejercicio 2003 los 6.000.000 de 
euros de volumen de operaciones, durante el 
ejercicio 2004 debe tributar exclusivamente a 
la Administración correspondiente a su domi-
cilio fiscal, con arreglo a lo previsto en el artí-
culo 27.Uno.Tercera del Concierto Económi-
co.  

Dos. El cambio de domicilio de las personas 
jurídicas (por aplicación inversa de lo previsto 
en el artículo 43.7 del Concierto Económico 
para las personas físicas) produce efectos 
inmediatamente, debiendo cumplirse desde 
dicho momento las obligaciones tributarias 
ante la Administración correspondiente al 
nuevo domicilio.  

Tres. Ni la Ley 37/92, del IVA ni el Decreto 
Foral 102/1992, del IVA, establecen que el 
traslado del domicilio del territorio común a 
foral o viceversa determine la partición del 
ejercicio a efectos de fraccionar la liquida-
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ción. Más bien al contrario, se parte de de-
claraciones-liquidaciones trimestrales o men- 
suales que se integran en una única declara-
ción-resumen anual (art. 164.Uno.6 Ley 
37/1992), que puede dar lugar a una única 
solicitud de devolución de saldo a 31 de di-
ciembre (art. 115.Uno Ley 37/1992).  

Cuatro. La Ley del Concierto Económico no 
impide la traslación de saldos a compensar 
de una Administración a otra, ni configura el 
cambio de domicilio de territorio común a 
foral o viceversa como un supuesto de cese 
de actividad en el territorio de salida y de 
inicio en el nuevo territorio.  

4º.- Tras la negativa de la Administración 
del Estado la entidad incluyó en la declara-
ción-liquidación del segundo trimestre del 
ejercicio 2006 por el concepto de Impuesto 
sobre el Valor Añadido, modelo 300, presen-
tada ante el Departamento de Hacienda y 
Finanzas de Guipúzcoa la cantidad de 
632.788,87 euros como cuotas a compensar 
procedentes de ejercicios anteriores, inclu-
yendo, igualmente, dicha cantidad en el 
modelo 390 de declaración-liquidación anual 
por el ejercicio 2006 presentada en dicho 
Departamento.  

5º.- Mediante Orden Foral 254/2008, de 13 
de marzo, notificada a la Administración del 
Estado con fecha 14 de marzo de 2008, se 
declaró la incompetencia de la Diputación 
Foral de Guipúzcoa para llevar a cabo la 
devolución solicitada por la entidad, conside-
rando en cambio competente a la Adminis-
tración del Estado.  

6º.- Mediante escrito de fecha 16 de abril 
de 2008, el Delegado Especial de la AEAT en 
el País Vasco manifestó que no es proceden-
te la mencionada declaración de incompe-
tencia de la Diputación Foral de Guipúzcoa, 
señalando al efecto que el IVA es un impues-
to único en territorio común y foral, sin que 
quepa fraccionar geográfica o temporal-
mente el hecho imponible. La solicitud de 

devolución sólo procede en el último período 
del ejercicio. El cambio de domicilio altera la 
competencia, pero no determina la partición 
del ejercicio.  

7º.- Mediante acuerdo adoptado en su reu-
nión celebrada el día 6 de mayo de 2008, el 
Consejo de Diputados de la Diputación Foral 
de Guipúzcoa decidió plantear el conflicto 
ante la Junta Arbitral.  

La Diputación Foral de Guipúzcoa expone 
a continuación en su escrito de planteamien-
to los razonamientos en los que basa su peti-
ción a esta Junta Arbitral de que dicte una 
resolución por la que se declare a la Adminis-
tración tributaria de la Diputación Foral de 
Guipúzcoa incompetente para llevar a cabo 
la devolución del saldo negativo por importe 
de 632.788,87 euros, incluida por la entidad 
en la declaración-liquidación correspondien-
te al segundo trimestre del ejercicio 2006, por 
el concepto de Impuesto sobre el Valor Aña-
dido, e igualmente en modelo 390 de decla-
ración resumen anual solicitada por Cons-
trucciones Abanto 2002, S.L. (CIF B43699347), 
por derivar la misma de IVAs soportados en 
períodos anteriores en los que era competen-
te para la exacción de dicho impuesto la 
Administración del Estado.  

TERCERO.  

La fundamentación de la resolución im-
pugnada es del siguiente tenor:  

"Con el fin de plantear correctamente el 
presente conflicto es conveniente recordar 
algunos aspectos esenciales del sistema del 
IVA, por más que sean sobradamente cono-
cidos. El modelo europeo de IVA adoptó el 
método de <<deducción de impuesto a im-
puesto>>, por su mayor simplicidad respecto 
al método del <<cálculo del valor añadido>> 
por adición o sustracción. Dicho método 
consiste en que del impuesto devengado se 
deduce el soportado por el sujeto pasivo en 
la fase anterior del proceso de producción y 
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distribución del bien o servicio. Esta operación 
se realiza en las autoliquidaciones periódicas, 
trimestrales o mensuales, que debe presentar 
el contribuyente, de las que resultará o bien 
una deuda tributaria a ingresar, si la anterior 
diferencia es positiva o bien una cantidad a 
compensar o a devolver, si es negativa. Esta 
última cantidad constituye un crédito tributa-
rio del contribuyente frente a la Administra-
ción.  

Este sistema relega a un segundo plazo el 
carácter instantáneo del IVA, ya que el de-
vengo del impuesto y el nacimiento del de-
recho a deducir pierden en cierto modo su 
individualidad para integrarse en una cuenta 
cuyo saldo será el que constituya la deuda o 
el crédito frente a la Hacienda Pública.  

Contablemente las cuentas del Plan Gene-
ral de Contabilidad, aprobado por Real De-
creto 1514/2007, de 16 de noviembre, en las 
que se refleja dicho saldo son respectivamen-
te la 4750 (<<Hacienda Pública, acreedora 
del IVA>>) y la 4700 (<<Hacienda Pública, 
deudora del IVA>>). Por eso el IVA pertenece 
a una categoría especial de impuestos, que 
son aquellos instantáneos pero de liquidación 
periódica; por ejemplo, a efectos de la de-
terminación de la cuantía umbral del delito 
de defraudación tributaria (art. 305.2 del Có-
digo Penal).  

La deuda o el crédito tributario se ostenta 
por el contribuyente frente a la Hacienda 
Pública titular de la potestad recaudatoria y 
gestora del IVA. La normativa comunitaria 
armonizadora de este impuesto contempla 
únicamente a los Estados miembros de la 
Unión Europea como titulares de dicha potes-
tad y no concibe el traslado del derecho a 
deducir el IVA soportado de uno a otro Esta-
do: únicamente son deducibles las cuotas 
soportadas en el Estado frente al que se ejer-
cita el derecho a la deducción. Frente a otro 
Estado es posible obtener la devolución bajo 
determinadas condiciones, que en el caso 

de España se especifican en el artículo 119 
LIVA.  

El problema planteado por los saldos de 
IVA (cantidades pendientes de compensa-
ción o devolución; es decir, en términos con-
tables, el saldo de la cuenta 4700 del PGC) 
en caso de traslado del domicilio fiscal del 
territorio común a uno foral o viceversa, es-
pecialmente cuando este traslado determine 
la asunción total de las competencias tributa-
rias por la Administración del nuevo domicilio, 
como sucede en el caso objeto del presente 
conflicto, no está previsto expresamente en el 
Concierto Económico. El Concierto contem-
pla únicamente el reparto entre las Adminis-
traciones competentes del poder tributario 
sobre el IVA correspondiente a un mismo 
período liquidatorio, es decir, el reparto que 
podemos denominar <<sincrónico>> frente al 
reparto en períodos sucesivos al que, por 
contraposición al anterior, podemos denomi-
nar <<diacrónico>>.  

Las normas básicas del Concierto Económi-
co sobre el reparto <<sincrónico>> son las 
contenidas en los apartados Uno y Cinco del 
artículo 29, que han sido invocados por las 
Administraciones en conflicto.  

Recordemos de nuevo el texto de dichos 
apartados:  

<<Uno. El resultado de las liquidaciones del 
Impuesto se imputará a las Administraciones 
competentes en proporción al volumen de 
las contraprestaciones, excluido el Impuesto 
sobre el Valor Añadido, correspondientes a 
las entregas de bienes y prestaciones de 
servicios gravadas y las exentas que originan 
derecho a la deducción que se hayan reali-
zado en los territorios respectivos durante 
cada año natural.>>.  

<<Cinco. Las devoluciones que procedan 
serán efectuadas por las respectivas Adminis-
traciones en la cuantía que a cada una le 
corresponda.>>.  
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El sistema de reparto que resulta de estos 
preceptos se basa en la distribución de las 
cuotas liquidadas o de las cantidades a de-
volver en proporción a la cifra relativa de 
negocios (art. 27.Uno. Segunda del CE), con 
total separación entre las Administraciones 
competentes. Cuando, en virtud de lo dis-
puesto en el artículo 27.Uno. Tercera del CE, 
el cambio de domicilio no suponga la asun-
ción total de las competencias por la Admi-
nistración del nuevo domicilio (caso inverso al 
que nos ocupa), no se produce alteración 
alguna en el aspecto material del reparto. Sí 
tiene lugar, en cambio, el paso de las com-
petencias inspectoras de la una a la otra, de 
acuerdo con las normas del apartado Seis. b) 
del artículo 29 de la CE. El apartado Uno del 
artículo 29 del CE no apoya en absoluto el 
traslado del saldo del IVA de una a otra Ad-
ministración, cuestión que le es perfectamen-
te ajena.  

Aunque con referencia a lo que hemos de-
nominado reparto <<sincrónico>>, la inco-
municación de los saldos del IVA entre Admi-
nistraciones resulta, por lo demás, claramente 
del apartado Cinco del artículo 29 antes 
transcrito.  

No cabe duda, por otra parte, de que, 
admitir el traslado de los saldos del IVA su-
pondría una disminución de la recaudación 
por este impuesto para la Hacienda Foral y 
paralelamente un enriquecimiento de la Ad-
ministración del Estado, que desplaza hacia 
aquella un pasivo fiscal que recaía sobre 
ésta, distorsiones patrimoniales que no son 
conformes con el principio de reparto equita-
tivo de los recursos fiscales en el que se funda 
el Concierto Económico.  

En definitiva, pues, tanto el sistema del IVA 
como el Concierto Económico impiden el 
traspaso de saldos entre Administraciones. 
Pero es que además, como ha quedado 
indicado en anteriores fundamentos de de-
recho, este principio o <<regla general>> es 

aceptado por la AEAT, la cual aduce impor-
tantes razones en su apoyo.  

Sin embargo, aun reconociendo la vigen-
cia de la regla general de no traslado de los 
saldos del IVA, la AEAT considera que dicha 
regla tiene una excepción basada en la ope-
rativa gestora de este impuesto, que, a juicio 
de la Agencia Estatal, hace inevitable ese 
traslado a fin de no privar al contribuyente 
definitivamente de su derecho a la deduc-
ción o devolución del IVA soportado.  

Esta excepción estaría limitada, en opinión 
de la AEAT, a los supuestos en que el volumen 
de operaciones en el año anterior de la em-
presa que ha trasladado su domicilio de uno 
a otro territorio no supere el límite establecido 
en el artículo 27.Uno. Tercera del CE y a de-
terminados supuestos muy concretos de ab-
sorción o escisión. Es decir, que en todos los 
demás supuestos de cambio de domicilio 
sería de aplicación la regla general.  

Pues bien, no compartimos la tesis de la 
AEAT por las razones que se exponen a conti-
nuación. La primera y fundamental es que un 
argumento de carácter formal como es el de 
que las normas reguladoras de la gestión del 
IVA no contemplen la posibilidad de solicitar 
la devolución del saldo a favor del contribu-
yente hasta la declaración-liquidación co-
rrespondiente al cuarto trimestre y que en los 
casos como el presente no esté prevista la 
presentación de dos autoliquidaciones ante 
las dos Administraciones tributarias, no puede 
prevalecer frente a los principios del Concier-
to Económico y del propio sistema del IVA.  

La afirmación de la AEAT de que de no tras-
ladarse el saldo se privaría definitivamente al 
contribuyente de su derecho a la deducción 
del IVA soportado entraña una petición de 
principio: que dicho crédito sólo puede ejer-
citarse frente a la nueva Administración. La 
quiebra de la neutralidad del IVA, que la 
AEAT afirma que se ocasionaría si no se per-
mite el traslado del saldo a la nueva Adminis-
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tración, en realidad no se produce puesto 
que el saldo se devuelve, si bien no por esta 
sino por la anterior Administración (la del Es-
tado en el presente caso).  

En realidad, las normas reguladoras del IVA 
no son contrarias a la afirmación de que es la 
Administración tributaria del Estado la com- 
petente, en el presente caso, para devolver 
el saldo pendiente del IVA en el momento del 
traslado del domicilio al Territorio Foral; lo que 
sucede es que más bien que dichas normas 
no prevén esta hipótesis y por ello no esta-
blecen el procedimiento adecuado para 
llevar a efecto la devolución. Existe, pues, en 
esta cuestión una laguna normativa, en pri-
mer lugar, en lo relativo a las normas materia-
les aplicables, aunque ésta pueda cubrirse, 
como lo hemos dicho, deduciendo la norma 
pertinente (la que la AEAT considera <<regla 
general>>) a partir de los principios del Con-
cierto Económico y del propio Impuesto. En 
segundo lugar, existe un vacío normativo en 
cuanto al procedimiento a seguir para la 
ejecución de la norma material, derivado 
precisamente de la inexistencia de ésta. Pero 
evidentemente la ausencia de estas normas 
procedimentales no es un argumento válido 
frente a dicha regla. La AEAT califica a esta 
regla de <<general>>, lo cual implica que 
tiene excepciones. Se trata, sin embargo, de 
una regla absoluta ya que deriva de los prin-
cipios esenciales del IVA, que el Concierto 
Económico da por supuesto.  

Una segunda razón que apoya la postura 
que sostenemos es que no tiene justificación 
afirmar que la excepción que propugna la 
AEAT únicamente es aplicable en muy con-
tados supuestos de cambio de domicilio, 
entre los que se incluye el aquí considerado, 
mientras que en todos los demás sería apli-
cable la regla general. Esta disparidad entre 
sujetos pasivos según superen o no un deter-
minado volumen de operaciones, es la que, 
en todo caso, ocasionaría una falta de neu-
tralidad en la aplicación del IVA, y no la de-

volución de éste por la Administración ini-
cialmente competente.  

En consecuencia, procede que la Junta Ar-
bitral declare en el presente caso que in-
cumbe a la Administración del Estado la de-
volución del saldo pendiente, puesto que era 
la titular de la potestad de exacción del IVA 
cuando éste se generó. 

El artículo 16.5 e) RJACE nos impone que 
dispongamos la <<fórmula de ejecución de 
la resolución>>.  

La ejecución de la presente resolución re-
quiere simplemente que sea la Administra-
ción del Estado la que efectúe la devolución 
del saldo del IVA pendiente en el momento 
del cambio de domicilio de la entidad al 
Territorio Histórico de Guipúzcoa, devolución 
que ninguna de las dos Administraciones ha 
realizado hasta ahora. En ausencia de nor-
mas para este supuesto, son posibles para 
ello diversos cauces formales: en primer lugar, 
el sugerido por la Diputación Foral en su escri-
to de alegaciones, es decir, que se admita la 
presentación a la AEAT de una declaración-
liquidación correspondiente al último trimestre 
del año a los efectos de solicitar la devolu-
ción. Hay que entender que esta declara-
ción-liquidación sería compatible con la que 
la entidad estaría obligada a presentar a la 
Hacienda Foral de Guipúzcoa. Aún más sen-
cillo sería que el contribuyente presentase a 
la AEAT un escrito solicitando la devolución. 
Naturalmente, esta solicitud estaría sujeta a la 
oportuna comprobación, de acuerdo con la 
salvedad que hace la AEAT en el suplico de 
su primer escrito de alegaciones, tanto más 
justificada cuanto que es a ella a quien, de 
acuerdo con la presente resolución, incumbe 
la devolución.  

Estas dos soluciones vienen a coincidir, 
puesto que en definitiva se resumen en que 
la entidad deberá formular una solicitud de 
devolución a la AEAT, que deberá admitirla, 
sin perjuicio, insistimos, de su facultad de 
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comprobar que la devolución solicitada se 
ajusta a la ley. No es inconveniente para esta 
solución que la entidad, en su escrito de ale-
gaciones, haya sostenido su derecho a pedir 
la devolución a la Diputación Foral de Gui-
púzcoa, manifestación que no produce efec-
tos fuera del marco procedimental en el que 
se efectuó.  

Como es lógico, en ninguna de sus dos va-
riantes se ajusta esta solución a las normas 
que regulan la operativa de gestión del IVA, 
lo cual no es más que una consecuencia de 
la laguna que, como más atrás hemos seña-
lado, existe en esta materia. De no existir tal 
laguna el presente conflicto no hubiera lle-
gado a surgir.".  

CUARTO.  

Idéntico problema al planteado en estos 
autos ha sido resuelto por esta Sala en sen-
tencia de 10 de junio de 2010, razón por la 
que habrá de estarse, en virtud del principio 
de unidad de doctrina, a lo allí resuelto.  

En la sentencia citada se afirmaba: "2. El ra-
zonamiento de la Administración tributaria 
estatal es que las compensaciones o devolu-
ciones se distribuyen entre las Administracio-
nes ante las que se han generado y, por con-
siguiente, no debe producirse un traslado de 
saldos del IVA a compensar a otras Adminis-
traciones. Esta regla general se basa en el 
artículo 29. Uno del Concierto Económico, 
que dispone lo siguiente: <<El resultado de las 
liquidaciones del Impuesto se imputará a las 
Administraciones competentes en proporción 
al volumen de las contraprestaciones, exclui-
do el Impuesto sobre el Valor Añadido, co-
rrespondientes a las entregas de bienes y 
prestaciones de servicios gravadas y las exen-
tas que originen derecho a la devolución que 
se hayan realizado en los territorios respecti-
vos durante cada año natural.>>.  

Esta regla general tiene una excepción im-
puesta por la necesidad de respetar la nor-

mativa del IVA y el principio de neutralidad, 
ya que dicha normativa no acepta la liqui-
dación por períodos partidos. En consecuen-
cia, para que el contribuyente pueda obte-
ner la devolución de su saldo acreedor es 
indispensable su traslado a la nueva Adminis-
tración, única ante la que es posible, según la 
normativa del Impuesto, formular tal solicitud. 
La indicada excepción se limita a aquellos 
supuestos en los que la nueva Administración 
pasa a ser la única competente para la ex-
acción del IVA, como sucede en el presente 
caso, por efecto combinado del cambio de 
domicilio y de que el volumen total de ope-
raciones no superase los seis millones de eu-
ros, según el artículo 27.Uno.Tercera del Con-
cierto. En tales supuestos, se deben trasladar 
los saldos a compensar de una Administra-
ción a otra, ya que, de no hacerlo así se esta-
ría negando al sujeto pasivo el derecho a 
realizar la compensación, dado que es evi-
dente, y especialmente en el caso de la en-
tidad que nos ocupa, que el contribuyente 
no ha tenido la oportunidad legal de pedir la 
devolución.  

En conclusión, en casos como el que nos 
ocupa, una vez producido el cambio de 
domicilio, resulta procedente que, asumien-
do la Hacienda Foral de Guipúzcoa la com-
pleta competencia exaccionadora por no 
haber excedido el volumen de operaciones 
de la mercantil los seis millones de euros, 
haya de aceptarse por la Hacienda Foral de 
Guipúzcoa las cantidades pendientes de 
compensación que arrastrase el sujeto pasi-
vo.  

3. La Sala no comparte el criterio de la Ad-
ministración recurrente ni respecto a la no 
fragmentalidad de las cuotas del IVA en los 
casos de cambio de domicilio ni respecto a 
la interpretación que hace del concepto de 
Administración tributaria competente con 
arreglo al propio Concierto Económico.  

De los datos obrantes en el expediente 
administrativo sobre el volumen de operacio-
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nes de la mercantil solicitante de la devolu-
ción de las cuotas del IVA, la determinación 
de la Administración competente para la 
gestión del IVA resulta, en principio, de lo 
dispuesto en el art. 27.Uno. Tercera. del Con-
cierto Económico. El precepto establece que 
<<los sujetos pasivos cuyo volumen total de 
operaciones en el año anterior no hubiera 
excedido de seis millones de euros tributarán 
en todo caso, y cualquiera que sea el lugar 
donde efectúen sus operaciones, a la Admi-
nistración del Estado, cuando su domicilio 
fiscal esté situado en territorio común, y a la 
Diputación Foral correspondiente cuando su 
domicilio fiscal esté situado en el País Vas-
co.>>. Según este precepto la exacción del 
IVA depende del punto de conexión referen-
te al domicilio fiscal del obligado tributario, sin 
que en esta disposición legal referente al IVA 
exista ninguna regla especial para los supues-
tos de cambio de domicilio del obligado 
tributario. Es decir, en el caso de autos la 
competencia administrativa depende exclu-
sivamente del domicilio fiscal del obligado 
tributario.  

Es lo cierto, sin embargo, que del propio 
Concierto Económico se puede extraer una 
interpretación que permite sostener la frag-
mentabilidad del IVA.  

El art. 43 del Concierto Económico regula, a 
los efectos de la gestión tributaria, el concep-
to de domicilio fiscal, diferenciando como es 
lógico, entre las personas físicas y las jurídicas.  

Respecto a las personas físicas el número 
Cuatro.a) preceptúa que el domicilio fiscal 
será el de la residencia habitual.  

Respecto a las personas jurídicas y demás 
entidades sometidas al Impuesto sobre So-
ciedades se fija el domicilio fiscal donde esté 
efectivamente centralizada su gestión admi-
nistrativa y la dirección de sus negocios, par-
tiendo no obstante de la presunción de que 
el domicilio fiscal, salvo lo anteriormente refe-

rido, será donde esté ubicado el domicilio 
social.  

Sin embargo el apartado siete del citado 
artículo referido a las personas físicas estable-
ce que <<las personas físicas residentes en 
territorio común o foral que pasasen a tener 
su residencia habitual de uno al otro, cum-
plimentarán sus obligaciones tributarias de 
acuerdo con la nueva residencia, cuando 
ésta actúe como punto de conexión, a partir 
de ese momento.>>.  

Ello quiere decir que en el caso de las per-
sonas físicas, cuando la competencia admi-
nistrativa esté basada en su domicilio fiscal, el 
cambio de domicilio será el momento en que 
se modifique la competencia administrativa, 
pero a partir de ese momento, con lo que 
bien puede decirse que se establece una 
fragmentación de la competencia a partir 
del cambio de domicilio fiscal.  

Teniendo en cuenta que el artículo 27, 
Norma Tercera, se refiere al reparto compe-
tencial para la exacción del IVA en los casos 
en que el punto de conexión sea el del do-
micilio fiscal, habrá que entender que lo es-
tablecido en el precitado artículo 43.Siete. es 
de aplicación cuando el obligado tributario 
del IVA en el supuesto contemplado en el 
referido artículo 27.Tercera. es una persona 
física.  

Lo que se deja expuesto demuestra que no 
es correcta la tesis defendida por la Adminis-
tración demandante de que la liquidación 
del IVA no es susceptible de fragmentación; 
con independencia de que la Administración 
tributaria del Estado admite la posibilidad de 
excepciones a la regla que impide trasladar 
saldos deudores a otras Administraciones 
incompetentes para la exacción de un im-
puesto en determinado periodo, es lo cierto 
que, tratándose al menos de personas físicas 
que cambian de domicilio fiscal, es posible 
tal fragmentación, siendo el momento de 
dicho cambio el punto de referencia para 
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trasladar la competencia de una a otra Ad-
ministración, pero sin que ello signifique asu-
mir responsabilidades anteriores al reiterado 
cambio de domicilio.  

De lo que antecede se desprende que el 
Concierto Económico regula los supuestos de 
cambio de domicilio en los casos de personas 
físicas, pero no contiene regulación para los 
casos de personas jurídicas.  

Dicha laguna normativa respecto a las per-
sonas jurídicas puede tener dos interpreta-
ciones: Una, que su no regulación significa 
que está prohibida la reiterada fragmenta-
ción (del IVA); y, otra, que su no regulación 
expresa obliga a una tarea de exégesis del 
Concierto para, en una interpretación lógica 
y sistemática del mismo, entender que a las 
personas jurídicas les es de aplicación el mis-
mo régimen de exacción tributaria que el 
previsto para las personas físicas.  

Nos inclinamos por esta segunda interpre-
tación por ser la más lógica ya que el art. 27, 
Tercera, se refiere a los sujetos pasivos, con-
cepto que engloba tanto a las personas físi-
cas como a las jurídicas sujetas al IVA, y el 
artículo 43.Siete. establece una norma para 
los supuestos tributarios (en general dirigida a 
todos los Tributos concertados) en los que el 
punto de conexión para determinar la com-
petencia administrativa sea el del domicilio 
fiscal.  

Trasladar las cuotas del IVA soportadas por 
un sujeto pasivo cuando tenía su domicilio 
fiscal en un determinado territorio a las decla-
raciones-liquidaciones presentadas ante la 
Administración tributaria correspondiente a su 
nuevo domicilio fiscal supondría alterar la 
competencia de <<exacción>> prevista en el 
Concierto Económico, dado que dicha 
<<exacción>> se vería disminuida por la 
compensación de cuotas soportadas en un 
momento anterior. Además, trasladar el cré-
dito fiscal que un obligado tributario tiene 
frente a una Administración a otra distinta 

implicaría un enriquecimiento injusto para 
una Administración y un perjuicio injustificado 
para la otra, produciendo distorsiones patri-
moniales que no son conformes con el princi-
pio de reparto equitativo de los recursos fisca-
les en el que se funda el Concierto Económi-
co.  

Siendo el Impuesto sobre el Valor Añadido 
un impuesto de devengo instantáneo, ello 
implica que el sujeto pasivo deba incluir en 
las declaraciones-liquidaciones periódicas 
que presente en cada Administración com-
petente los IVAs devengados hasta el mo-
mento del cambio de domicilio, deduciendo 
los IVAs (que originen derecho a deducción) 
igualmente soportados hasta dicho momen-
to, siendo la diferencia <<neta>> resultante lo 
que determina el importe de <<exacción>> 
respecto al que sería competente cada Ad-
ministración. Lo cual lleva a entender que no 
corresponde a la Diputación Foral de Gui-
púzcoa la devolución correspondiente a 
deducciones originadas en un periodo en 
que la entidad solicitante de la devolución 
no tenía su domicilio fiscal en Guipúzcoa.  

En consecuencia, de lo expuesto podemos 
extraer dos conclusiones.  

1ª) No compartir la interpretación de la 
Administración demandante respecto a la 
imposibilidad legal de la fragmentación del 
IVA en caso de cambio de domicilio del obli-
gado tributario --persona jurídica-- dado que 
esta posibilidad se recoge expresamente 
para las personas físicas.  

2ª) Una interpretación lógica y sistemática 
del Concierto Económico nos inclina a de-
fender que el régimen fiscal previsto para las 
personas físicas en los supuestos del cambio 
de domicilio fiscal es el que debe aplicarse 
en los casos en que, en iguales circunstancias 
de cambio de domicilio, el obligado tributario 
sea una persona jurídica. Las consecuencias 
del cambio de domicilio de la entidad se 
producen, pues, a partir del momento del 
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cambio, por aplicación analógica de lo dis-
puesto para las personas físicas en el art.  

43. Siete del Concierto. Hasta ese momento 
la competencia debe pertenecer a la Admi-
nistración que la ostentaba con anterioridad 
a dicho cambio.  

Por otra parte, la Administración deman-
dante defiende la unicidad del IVA por en-
tender que así se desprende del marco legal 
del Impuesto, en el que se regula la exacción 
tributaria de una manera uniforme y sin nin-
guna referencia a posible fragmentaciones. 
Pues bien, tal criterio no contradice el que se 
sostiene en la resolución recurrida, pues es-
tamos ante un impuesto en el que el reparto 
competencial ha sido diseñado por el Con- 
cierto Económico. Es decir, la Ley 12/2002 
que aprueba el Concierto Económico no 
regula los aspectos sustantivos de los tributos 
concertados, sino que regula el ámbito com-
petencial desde una doble perspectiva: en 
qué Administración recae la competencia 
para regular los tributos (tributos de normativa 
común y de normativa autonómica) y en qué 
Administración recae la competencia para la 
gestión tributaria.  

Por tanto, no vale basarse en la normativa 
sustantiva del IVA para interpretar cuestiones 
competenciales reguladas por el Concierto 
Económico. O dicho de otra forma, el cum-
plimiento del marco legal del IVA está condi-
cionado, en lo referente a las Administracio-
nes tributarias, a lo que sobre su competen-
cia disponga el Concierto Económico. Pién-
sese, si no, en lo que el Concierto dice res-
pecto a las personas físicas que cambian de 
domicilio y que con la Ley del IVA no cabría 
tal posibilidad.  

Si el Concierto Económico hubiera querido 
regular competencialmente el tema según el 
criterio de la Administración recurrente, lo 
hubiera recogido expresamente, toda vez 
que cuando se ha querido regular la eficacia 
de los pagos a cuenta realizados en una 

Administración no competente y los efectos 
sobre su traslado a la otra Administración --se 
entiende que entre las Administraciones fora-
les y de Territorio Común-- se ha realizado de 
forma expresa tal como resulta de lo precep-
tuado en el art. 12 del Concierto.  

Nótese que la distribución de las compe-
tencias para la inspección del IVA que se 
recogen en el apartado seis del artículo 29 
del Concierto Económico no prevén la posibi-
lidad de que una Administración pueda en-
trar a comprobar créditos fiscales generados 
cuando era competente otra Administración, 
lo que determina su admisión de plano con la 
consiguiente indefensión que de ello puede 
derivarse al no tener la Administración ante-
riormente competente interés económico 
directo en entrar en dicha comprobación. 

De no existir tal laguna el presente conflicto 
no hubiera llegado a surgir.".  

CUARTO.  

La aplicación de la doctrina precedente 
comporta la desestimación del recurso, y sin 
que en materia de costas se aprecien méritos 
para su aplicación, en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 139 de la Ley Jurisdiccional.  

En su virtud, en nombre de su Majestad el 
Rey y en el ejercicio de la potestad de juzgar 
que, emanada del pueblo español, nos con-
fiere la Constitución. 

FALLAMOS  

Que debemos desestimar y desestimamos 
el Recurso Contencioso-Administrativo inter-
puesto por la Administración General del 
Estado contra la resolución de la Junta Arbi-
tral del Concierto Económico del Estado y la 
Comunidad Autónoma del País Vasco, de 19 
de junio de 2009, que declaró que la Adminis-
tración del Estado es competente para la 
devolución a Construcciones Abanto 2002, 
S.L. de los saldos pendientes durante el tiem-
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po del año 2004 en que el domicilio de dicha 
entidad estuvo situado en territorio común. 
Todo ello sin expresa imposición de las costas 
causadas a ninguna de las partes en el pro-
ceso.  

Así por esta nuestra sentencia, que se pu-
blicará en la Colección que edita el Consejo 
General del Poder Judicial lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos D. Rafael Fernández 
Montalvo D. Manuel Vicente Garzón Herrero 
D. Manuel Martín Timón D. Joaquín Huelín 
Martínez de Velasco D. Oscar González Gon-
zález.  

 

Tribunal Supremo: Lugar realización ope-
raciones: adquisición intracomunitaria de 
automóviles y posterior venta a conce-
sionarios SENTENCIA de trece de Abril de 
dos mil once.  

Visto por la Sección Segunda de la Sala Ter-
cera del Tribunal Supremo el recurso con-
tencioso-administrativo nº 540/2009, interpues-
to por el Abogado del Estado, en la represen-
tación que por Ley ostenta, contra la resolu-
ción de 19 de Junio de 2009, adoptada por la 
Junta Arbitral del Concierto Económico con 
la Comunidad Autónoma del País Vasco, por 
la que acuerda declarar que la Administra-
ción competente para la exacción del IVA 
por las operaciones interiores de entregas de 
bienes efectuadas por MG Rover España, 
S.A., desde Enero de 1990 hasta Diciembre de 
2005, corresponde a la Diputación Foral de 
Álava. 

Ha sido parte recurrida la Diputación Foral 
de Álava, representada por la Procuradora 
Doña Maria Eva de Guinea y Ruenes y dirigi-
da por el letrado D. Jesús Mª Ciganda Iriarte.  

ANTECEDENTES DE HECHO  

PRIMERO.  

Suscitado conflicto de competencias por la 
Diputación Foral de Álava, ante la Junta Arbi-
tral prevista en el Concierto Económico con 
el País Vasco, mediante escrito presentado el 
14 de Marzo de 2008, frente a la Administra-
ción del Estado, en relación con la determi-
nación del porcentaje de tributación en el 
Impuesto sobre el Valor Añadido correspon-
diente a cada Administración, de la entidad 
MG Rover España, S.A, respecto a los vehícu-
los MG y Rover comercializados en España, 
de los periodos de liquidación comprendidos 
entre enero de 1990 y diciembre de 2005, la 
referida Junta, en resolución de 19 de junio 
de 2009, acordó:  

Primero.- Declarar que la Administración 
competente para la exacción del IVA por las 
operaciones interiores de entregas de bienes 
efectuadas por MG Rover España, desde 
Enero de 1990 hasta Diciembre de 2005 co-
rresponde a la Diputación Foral de Álava. 
Segundo.- Declarar que la Administración 
competente para la exacción del IVA por las 
importaciones efectuadas por Rover España, 
S.A., entre Enero de 1990 y Diciembre de 1992 
corresponde a la Administración del Estado. 
Tercero.- Declarar que la Administración 
competente para la exacción del IVA por las 
adquisiciones intracomunitarias de bienes 
efectuadas por Rover España, S.A. desde 
Enero de 1993 hasta Diciembre de 2005 co-
rresponde a la Diputación Foral de Álava".  

SEGUNDO.  

Contra dicha resolución, el Abogado del 
Estado interpuso recurso contencioso admi-
nistrativo ante esta Sala, formalizando de-
manda con la súplica de que se dicte sen- 
tencia estimatoria, que anule la resolución 
impugnada, y, en su lugar:  
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"1º) Se declare que procedía la inadmisión 
del conflicto planteado ante la Junta Arbitral 
por la Diputación Foral de Álava, por extem-
poraneidad, así como la declaración de 
caducidad de la acción procesal correspon-
diente; sin perjuicio del derecho sustantivo 
que, en su caso, pueda ejercitarse por otras 
vías procesales permitidas por el Ordena-
miento Jurídico.  

2º.- Se declare la prescripción de la acción 
de la Diputación Foral de Álava para recla-
mar el reembolso o la compensación de los 
importes de IVA de autos que hubieran sido 
autoliquidados y/o ingresados con anteriori-
dad al mes de noviembre de 1999.  

3º.- Se reconozca que la Administración del 
Estado es la competente para la exacción 
del IVA correspondiente a las operaciones 
interiores de entrega de vehículos efectuadas 
por MG ROVER ESPAÑA S.A., así como a las 
importaciones y adquisiciones intracomunita-
rias de los mismos, durante los ejercicios de 
autos.  

4º.- Con carácter meramente subsidiario y 
cautelar, se declare que la Administración 
competente para la exacción del IVA por las 
operaciones interiores de entrega de vehícu-
los efectuadas por MG ROVER ESPAÑA S.A., y 
en la proporción que legalmente correspon-
da, para la del IVA correspondiente a las 
adquisiciones intracomunitarias de dichos 
bienes, durante los ejercicios de autos, sería 
la Diputación Foral de Guipúzcoa; sin perjui-
cio de la prescripción de la acción de dicha 
Diputación Foral para reclamar el reembolso 
o compensación de dicho IVA frente a la 
Administración del Estado, en los términos 
que legalmente procedan".  

TERCERO.  

Conferido traslado a la Diputación Foral de 
Álava para el trámite de contestación a la 
demanda, interesó sentencia por la que se 
desestime íntegramente el recurso, ratifican-

do la conformidad a Derecho de la decisión 
de la Junta Arbitral objeto de impugnación.  

CUARTO.  

Recibido el pleito a prueba, se practicó la 
declarada pertinente con el resultado que 
consta en las actuaciones.  

QUINTO.  

Evacuado el trámite de conclusiones por 
las partes, se señaló para el acto de votación 
y fallo la audiencia del día 6 de Abril de 2011, 
fecha en la que tuvo lugar la referida actua-
ción procesal.  

SEXTO.  

En la tramitación del presente recurso se 
han observado las prescripciones legales.  

Siendo Ponente el Excmo. Sr. D. Emilio Frías 
Ponce,  

FUNDAMENTOS DE DERECHO  

PRIMERO.  

El acuerdo impugnado de la Junta Arbitral 
del Concierto del País Vasco de 19 de Junio 
de 2009 rechazó, en primer lugar, la extempo-
raneidad del planteamiento del conflicto por 
la Diputación Foral de Álava, opuesta por la 
AEAT en su escrito de alegaciones, por en-
tender que se había suscitado ante la Comi-
sión Coordinadora prevista en el Concierto 
de 1981 el 20 de Diciembre de 1994, encon-
trándose pendiente de resolución al tiempo 
de la constitución efectiva de la Junta Arbi-
tral.  

Asimismo desestimó la prescripción alega-
da de los importes reclamados por la Diputa-
ción Foral de Álava correspondientes a los 
periodos de liquidación que abarcan desde 
Enero de 1990 hasta Noviembre de 1999, por 
existir actos interruptivos llevados a cabo por 
el presunto acreedor, con conocimiento de 
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la Administración del Estado, al haberse plan-
teado la discrepancia el 20 de Diciembre de 
1994, y de la propia sociedad al haberle re-
querido en Septiembre de 1994 y el 24 de 
Noviembre de 1998 la Diputación Foral para 
que presentase las declaraciones-
liquidaciones tanto del IVA como del Impues-
to sobre Sociedades en el territorio histórico 
por considerarse competente, lo que motivó 
una consulta tributaria a la Administración del 
Estado el 21 de Diciembre de 1998 y su con-
testación en 19 de Febrero de 1999, lo que es 
reconocido por el propio Ministerio en informe 
emitido por la Secretaria General de Política 
Fiscal Territorial y Comunitaria de 28 de octu-
bre de 2002.  

Finalmente, en cuanto al fondo, acepta el 
criterio defendido por la Diputación Foral de 
que las entregas de los vehículos a Dial Spa-
nia, S.A., primero, y a los concesionarios, lue-
go, se realizaban desde Araya (Álava), lugar 
en el que se encontraban al tiempo de ini-
ciarse el transporte, por lo que a efectos de 
determinar el lugar de realización resultaba 
aplicable el punto de conexión del artículo 
28.cinco.A) del Concierto de 1981 (en la re-
dacción dada por la Ley 49/1985, de 27 de 
Diciembre ), y del artículo 28 uno A) 1ª del 
Concierto aprobado por la Ley Orgánica 
12/2002, de 23 de Mayo.  

Sin embargo, no se acepta el porcentaje 
del 95 por 100 del volumen de operaciones 
reclamado, que ascendía a 455.872.487,77 
Euros, por no haberse aportado prueba del 
mismo, sin perjuicio de su determinación por 
las Administraciones en conflicto en ejecu-
ción de la resolución.  

SEGUNDO.  

En la demanda se cuestiona, en primer lu-
gar, la fundamentación dada por la Junta 
Arbitral para admitir el planteamiento del 
conflicto presentado por la Diputación de 
Álava en 14 de Marzo de 2008, en cuanto no 
tiene en cuenta el plazo del mes establecido 

por el art. 13.2 del R.D 1760/2007, de 28 de 
diciembre, por el que se aprueba el Regla-
mento de la Junta Arbitral del Concierto Eco-
nómico con la Comunidad Autónoma del 
País Vasco, que entró en vigor el 17 de Enero 
de 2008.  

La Abogacía del Estado considera errónea 
la interpretación que mantiene la Junta Arbi-
tral al defender que debe tramitar cualquier 
conflicto que se hubiere promovido con an-
terioridad a la fecha de su efectiva constitu-
ción, esto es, antes del 4 de Abril de 2008.  

En efecto, alega que, respecto de los con-
flictos que ya estaban en tramitación antes 
de la entrada en vigor del Reglamento de la 
Junta, el plazo del mes debía cuando menos 
computarse desde el propio 17 de Enero de 
2008, sin que pueda admitirse que, con la 
sola excusa de que no existe una norma tran-
sitoria especifica, se dejó de aplicar la norma 
reglamentaria en vigor a un determinado 
conflicto, fijando como fecha relevante a 
estos efectos, en lugar de la propia entrada 
en vigor del Reglamento de la Junta Arbitral, 
la fecha de la constitución efectiva de la 
misma, ya que al margen de que esta fecha 
constituye un mero dato interno de funcio-
namiento de las sesiones de los vocales de-
signados, lo cierto es que los servicios de la 
Junta Arbitral, y, en particular, los servicios de 
recepción y registro, hacía meses que se 
encontraban en perfecto funcionamiento, y 
los vocales habían sido ya designados por la 
Comisión Mixta del Concierto, e incluso su 
nombramiento había sido oficialmente publi-
cado tanto en el BOE como en el del País 
Vasco, desde Septiembre de 2007.  

La extemporaneidad alegada no puede 
prosperar, al compartir la Sala el criterio que 
viene manteniendo la Junta Arbitral respecto 
a los conflictos que se encontraban pendien-
tes de solución al tiempo de su constitución, 
al no tratarse, en realidad, de nuevos conflic-
tos, a los que podía ser aplicable el plazo de 
un mes establecido en el Reglamento, sino 
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de conflictos surgidos con anterioridad, como 
ocurre en este caso, al haberse planteado 
ante la Comisión Coordinadora prevista en el 
Concierto de 1981 el 20 de Diciembre de 
1994 sin que se hubiera llegado a un acuer-
do.  

Así lo hemos reconocido expresamente en 
la sentencia de 22 de Abril de 2010, recurso 
número 147/2009 al declarar:  

"B) Asimismo, debemos rechazar también la 
extemporaneidad del conflicto que aduce la 
representación de los recurrentes. Y es que, 
en ausencia de norma transitoria, frente a la 
tesis de que el plazo de un mes establecido 
en el art. 13.1 del RJACE ha de contarse des-
de el día siguiente a la publicación de dicha 
norma en el BOE (esto es, el 17 de enero de 
2008), debe coincidirse con la Resolución 
cuestionada en que procede admitir los con-
flictos que se encontraban pendientes de 
resolución al tiempo de la constitución efecti-
va de la Junta Arbitral del Concierto Econó-
mico. Como señala la Resolución recurrida, 
resulta adecuado sostener que la aplicación 
del sistema de plazos establecido en el referi-
do RJACE «tiene como presupuesto que la 
Junta Arbitral se halle de manera efectiva en 
el desempeño de sus funciones»; y es que, 
efectivamente, carecería de justificación que 
caducase la posibilidad de plantear conflicto 
ante la Junta Arbitral prevista en el Concierto 
Económico antes de que dicho órgano «tu-
viese la posibilidad real de conocer de ellas». 
Esta es la solución más acorde con el princi-
pio pro actione y con la afirmación de los 
recurrentes en el sentido de que «el plazo de 
un mes previsto en el artículo 13 para plan-
tear un conflicto, debe interpretarse a efec-
tos de determinar el "dies a quo" del mismo, 
del modo más favorable para poder accio-
nar ante la Junta Arbitral» (pág. 10 del escrito 
de demanda).  

Pues bien, dado que la Junta Arbitral se 
constituyó el 4 de abril de 2008 y el escrito por 
el que la Diputación Foral de Vizcaya plan-

teaba el conflicto de competencia tuvo en-
trada en el Registro de dicha Junta el 14 de 
marzo de 2008, debe concluirse que dicho 
conflicto se planteó en plazo".  

TERCERO.  

La segunda cuestión que se plantea en la 
demanda es la relativa a la prescripción del 
derecho de la Diputación de Álava a recla-
mar frente a la Administración del Estado la 
compensación o el reembolso de los importes 
de IVA correspondientes a períodos anterio-
res a Noviembre de 1999, que también fue 
rechazada por la Junta Arbitral.  

La representación estatal sostiene que los 
documentos o actuaciones que la Junta 
considera no son en modo alguno "actos 
interruptivos" del plazo de prescripción, sino 
en todo caso documentos que acreditan 
que la resolución al conflicto seguía pendien-
te, y que la Administración del Estado conti-
nuaba oponiéndose a la pretensión de la 
Diputación Foral de Álava.  

Este motivo tampoco puede prosperar, 
pues como opone la Diputación Foral en el 
caso planteado no cabe hablar de prescrip-
ción porque nos encontramos ante un con-
flicto entre Administraciones respecto a la 
tributación de una entidad por el IVA, que 
databa del año 1994, y que no fue resuelto 
hasta que la Junta Arbitral se pronunció sobre 
cual era la Administración competente para 
la percepción del tributo, sin que haya existi-
do dejación de derechos por parte de la 
Diputación Foral a las cantidades que enten-
día se le debían por la Administración del 
Estado, como se pone de manifiesto en los 
requerimientos de fechas 24 de Noviembre 
de 1998, 18 de Diciembre de 2003, 19 de Di-
ciembre de 2005 y 10 de Octubre de 2007.  

En estas condiciones, hay que reconocer 
que las comunicaciones producidas entre las 
Administraciones suponía la interrupción de la 
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prescripción, así como las actuaciones de la 
sociedad ante ellas. 

CUARTO.  

Rechazada la inadmisión por extempora-
neidad y la existencia de prescripción parcial 
procede examinar la cuestión de fondo, que 
consiste en determinar el territorio común o 
foral en el que deben tributar, de acuerdo 
con la Ley del Concierto Económico con el 
País Vasco, en el IVA las entregas de vehícu-
los efectuadas por parte de Rover España, 
S.A.( o hasta el 31 de Octubre de 1995 con la 
intermediación de la financiera Dial Spania, 
S.A) en favor de cada uno de los concesiona-
rios de su red, distribuidos por todo el territorio 
nacional, puesto que la distribución del im-
puesto por las adquisiciones intracomunitarias 
previamente realizadas se efectúa de acuer-
do con la proporción aplicable a las opera-
ciones interiores.  

No existe discrepancia entre las Administra-
ciones implicadas en los siguientes puntos 
básicos: a) que el domicilio fiscal de la socie-
dad se encontraba en Madrid; b) que la en-
tidad tuvo un volumen de facturación supe-
rior a los 500 millones de pesetas hasta 2001 y 
superior a los 6 millones de euros a partir del 1 
de Enero de 2002; y c) que el procedimiento 
de comercialización de los vehículos de tu-
rismo de la marca Rover era el siguiente:  

1.- Rover España adquiría los vehículos a la 
fábrica de Rover Group Limited, situada en el 
Reino Unido. Las importaciones hasta el 31 de 
Diciembre de 1992, o las adquisiciones intra-
comunitarias de bienes, desde el 1 de Enero 
de 1993, eran realizadas por Rover España.  

2.- Los vehículos eran transportados por vía 
marítima desde el Reino Unido hasta el Puerto 
de Pasajes (Guipúzcoa), donde eran descar-
gados y situados temporalmente por la em-
presa Europark Pasajes, S.A., integrada en el 
Grupo Toquero, en virtud del contrato suscrito 
el 5 de Octubre de 1990.  

3.- Desde Pasajes los vehículos eran trans-
portados por Toquero Express, S.A., a las insta-
laciones de Europark Álava S.A., situadas en 
Araya (Álava), que se encargaba del alma-
cenamiento y preparación (desparafinado, 
inspección y limpieza) para su posterior envío 
a la red de concesionarios, todo ello también 
en virtud del referido contrato suscrito con el 
Grupo Toquero.  

4.- Rover España factura hasta el 31 de oc-
tubre de 1995 a Dial Spania, S.A., y ésta 
atiende a los pedidos realizados por los con-
cesionarios, siendo luego Rover quien factura 
y pone a disposición de la red de los conce-
sionarios los vehículos.  

5.- Por último Rover daba instrucciones a 
Europark Álava para el envío de los vehículos 
a la red de concesionarios desde Araya, por 
medio de Toquero Express, S.A.. Además el 
personal de Rover tenía libre acceso a las 
instalaciones contratadas para el ejercicio de 
la actividad de supervisión y control.  

Existe, sin embargo, discrepancia sobre la 
duración del almacenamiento en Araya has-
ta que los vehículos son transportados a los 
concesionarios, y sobre la incidencia que 
tenía que en ocasiones fueran los concesio-
narios quienes solicitaran por vía informática 
directa a la fábrica los vehículos y no Rover 
España, al constar también que los pedidos 
eran formulados por Rover en base a las pre-
visiones de peticiones y para mantener un 
stock mínimo de vehículos exigido.  

QUINTO.  

Conviene comenzar recordando que el IVA 
se incorporó al Concierto Económico como 
tributo concertado de normativa común.  

El Concierto aprobado por la Ley 12/2002, 
de 23 de Mayo, al igual que lo hacía sustan-
cialmente el Concierto de 1981, aplicable al 
presente caso en los periodos comprendidos 
entre enero de 1990 y diciembre de 2001, 
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combina para determinar cuál es la Adminis-
tración competente para la exacción del 
Impuesto dos criterios: personales (domicilio 
fiscal del sujeto pasivo y volumen de sus ope- 
raciones) y territoriales (lugar de realización 
de las operaciones).  

Nos interesa ahora detenernos en los pun-
tos de conexión que determinan el territorio 
donde opera el sujeto pasivo.  

Resulta clave, a estos efectos, las reglas 
que afectan a la entrega de bienes. El artícu-
lo 28 Uno A de la Ley 12/2002, establece que: 
"A los efectos de este Concierto Económico, 
se entenderán realizadas en los territorios 
históricos del País Vasco las operaciones suje-
tas al Impuesto de acuerdo con las siguientes 
reglas: A. Entregas de bienes.1- Las entregas 
de bienes muebles corporales, cuando se 
realice desde el territorio vasco la puesta a 
disposición del adquirente. Cuando los bienes 
deban ser objeto de transporte para su pues-
ta a disposición del adquirente, las entregas 
se entenderán realizadas en el lugar en que 
se encuentren aquéllos al tiempo de iniciarse 
la expedición o el transporte".  

SEXTO.  

La Junta Arbitral entendió que, ante el 
acuerdo de Rover España con la entidad 
Europark Álava, S.A., de situar los vehículos en 
las instalaciones de Araya (Álava) para el 
almacenamiento y preparación antes de su 
envío a los concesionarios, todas las entregas 
debían considerarse realizadas en territorio 
foral, por ser Álava el lugar de inicio del 
transporte de los vehículos.  

Esta decisión es impugnada por la Adminis-
tración del Estado, a través del presente re-
curso, por estimar que el inciso especial con-
tenido en el artículo 28.Uno A 1º de la Ley del 
Concierto de 2002, anteriormente contenido 
en el artículo 28.Cinco A a) de la Ley del 
Concierto de 1981, relativo a las entregas de 
bienes muebles corporales que deban ser 

objeto de transporte para su puesta a dispo-
sición del adquirente, se integra en el mismo 
párrafo en el que se enuncia la regla básica 
para las entregas de bienes muebles corpo-
rales sujetas al Impuesto sobre el Valor Aña-
dido, las cuales se entenderán realizadas en 
el territorio del País Vasco cuando se realice 
desde el territorio vasco la puesta a disposi-
ción del adquirente, por lo que la interpreta-
ción tanto literal como lógica y sistemática 
del precepto, para la recurrente, conduce a 
la conclusión de que estamos ante una es-
pecificación del criterio de tributación en 
origen, por lo que sólo se entenderán realiza-
das en territorio vasco aquellas entregas de 
bienes muebles corporales en los que el valor 
añadido inherente a la concreta operación 
sujeta al Impuesto se haya efectivamente 
generado en territorio vasco.  

Por ello, en el caso de las operaciones de 
entrega de vehículos efectuada por Rover 
España, S.A., niega que se efectuasen en el 
territorio histórico de Álava, sino en territorio 
común, porque la puesta a disposición de los 
vehículos a los concesionarios sólo podía ser 
acordada por la referida sociedad desde sus 
centros de trabajo que estaban situados en 
Madrid, y porque no cabe entremezclar los 
lugares en que se desarrollan las operaciones 
de transportes y /o logística por parte de las 
empresas del Grupo Toquero, que generan 
un valor añadido inherente a tales prestacio-
nes de servicios con las operaciones de co-
mercialización de vehículos desarrolladas por 
Rover España, respecto de las que ningún 
valor añadido se genera en territorio foral, 
agregando, como argumento adicional, que 
los vehículos salían de Inglaterra con asigna-
ción de un concreto concesionario, en la 
mayoría de los casos, de forma que se trans-
portaban desde el Reino Unido, sin perjuicio 
de su almacenamiento temporal en distintos 
lugares del territorio peninsular, para tramitar 
la documentación, revisión, limpieza, antes 
de ser entregados a cada concesionario, por 
lo que en modo alguno las compras del Gru-
po Toquero en el País Vasco tenían por finali-
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dad el almacenamiento de un stock de vehí-
culos en espera de localización o búsqueda 
de clientes para los mismos.  

Con carácter subsidiario, se interesa que se 
señale que el punto de conexión está situado 
en el Puerto de Pasajes, lugar en el que se 
produce la adquisición intracomunitaria de 
los bienes.  

SEXTO.  

La Diputación Foral de Álava rechaza, ante 
todo, la afirmación inicial que se hace en la 
demanda de que, a la hora de articular las 
puntos de conexión del Concierto Económi-
co con el País Vasco en materia de Impuesto 
sobre el Valor Añadido, sea forzoso que el 
legislador repare en la especial estructura de 
este Impuesto, por entender que la Ley regu-
ladora del Concierto con el País Vasco fija los 
puntos de conexión atendiendo a criterios 
relacionados con la gestión del tributo de 
que se trate, independientemente de la natu-
raleza del mismo.  

Por otra parte, se opone a la interpretación 
unilateral y desde la normativa estatal del 
IVA, que efectúa la demanda, porque la 
cuestión controvertida ha de resolverse des-
de el Concierto, estimando que, ante el pun-
to de conexión que establece el artículo 
28.Uno A.1º, las entregas de vehículos de 
Rover España S.A., debían entenderse reali-
zadas en Álava, y, subsiguientemente, tributar 
por el Impuesto sobre el Valor Añadido en 
este territorio, al ponerse a disposición del 
adquirente desde el mismo, más teniendo en 
cuenta que en territorio alavés se encontra-
ban tales vehículos al tiempo de iniciarse su 
transporte para ponerlos a disposición de los 
concesionarios o compradores, sin que el 
almacenamiento en las instalaciones situadas 
en Araya constituyese una simple parada 
temporal motivada por razones técnicas de 
organización del transporte como de contra-
rio se alegaba.  

Recuerda, a los efectos de justificar que las 
entregas se realizaban en Álava por parte de 
Rover, que la decisión de situar los vehículos 
en las instalaciones de Europark Álava, S.A., 
en Araya, fue adoptada por Rover España 
S.A., que conocía perfectamente su ubica-
ción al pactar con el Grupo Toquero, y que 
quien tenía el control de todo el proceso de 
comercialización era Rover, siendo el Grupo 
Toquero un mero prestador de servicios, sin 
facultad de decisión, no resultando impres-
cindible tener medios o personal en un territo-
rio para operar en el mismo, al poder hacerlo 
mediante la contratación de medios a terce-
ros.  

Finalmente, resalta la actividad que des-
arrollaba Europark Álava, S.A., tras la recep-
ción de la totalidad de los vehículos en Ara-
ya, procedentes de Pasajes, limpieza, verifi-
cación de daños y, en su caso, pintado, re-
paración y desparafinado, servicios que no 
estaban en absoluto relacionados con el 
transporte, por lo que de ninguna manera 
podían considerarse accesorios al mismo, 
para finalizar señalando que el inicio del 
transporte para la puesta a disposición del 
adquirente se producía en las instalaciones 
de Europa Álava, S.A., en Araya, en donde se 
prestaban servicios que tenían entidad por si 
mismos, con una clara fractura del transporte 
ocasionada por el almacenaje de los vehícu-
los, ante la permanencia media ponderada 
en Araya, fijada en 44 días.  

SÉPTIMO.  

Como hemos señalado, tratándose de en-
tregas de bienes muebles, el artículo 28-Uno 
A.1de la Ley del Concierto de 2002 (anterior-
mente artículo 28-Cinco A a) de la Ley de 
1981 ) fija una regla general en virtud de la 
cual se entienden realizadas las entregas en 
un territorio cuando la puesta a disposición 
del adquirente se realice en dicho territorio. 
Por tanto, sólo cuando la entrega se realice 
desde el territorio vasco es cuando es posible 
entender que se realizan en territorio foral, 
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especificando, a continuación, que si los 
bienes han de ser objeto de transporte para 
la puesta a disposición del adquirente, la 
entrega se entenderá realizada en el lugar en 
que los bienes se encuentren al tiempo de 
iniciarse la expedición o transporte, lo que 
resulta válido tanto para las entregas desti- 
nadas al interior del territorio como a otros 
Estados miembros y a países terceros.  

De esta forma, la Ley del Concierto esta-
blece los mismos criterios que se regulan en la 
Ley del IVA para determinar cuando una 
entrega de bienes, hayan o no sido objeto de 
expedición o transporte, se considera realiza-
da en el territorio de aplicación del Impuesto 
(artículo 68 ).  

Además, conviene recordar que el con-
cepto de entrega de bienes se delimitó por la 
Sexta Directiva (art. 5.1 ) a través de una am-
plia declaración al definirla como la transmi-
sión del poder de disposición sobre un bien 
corporal con las facultades atribuidas a su 
propietario.  

El Tribunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas, entre otras, en las sentencias de 8 
de Febrero de 1990, asunto C- 320/88 ; 6 de 
Febrero de 2003, asunto C- 185/01 ; 14 de 
Julio de 2005, asunto 453/03 y 29 de Marzo de 
2007, asunto 111/05, recuerda que para que 
exista entrega no es preciso que haya trans-
misión de la propiedad jurídica del bien, al 
bastar con que se adquiera el derecho a 
disponer del bien, situándose el adquirente 
en una posición de facto análoga a la del 
propietario.  

OCTAVO.  

Esto sentado, la primera cuestión que ha de 
resolverse es la de si puede considerarse que 
la entrega de los vehículos por parte de Ro-
ver España, S.A, se realizaba desde Álava por 
la simple circunstancia de encontrarse alma-
cenados los mismos en Araya, cuando se 
ordena el transporte a los concesionarios, en 

virtud del contrato celebrado entre Rover y 
Europark Álava o, por el contrario, si para 
determinar el territorio donde operaba el 
sujeto pasivo hay que tener en cuenta el 
lugar donde se realizaban las operaciones de 
compra y venta y todas las gestiones comer-
ciales. 

Pues bien, a juicio de la Sala, dado que la 
puesta a disposición se realiza en el momento 
en que se entiende efectuada la entrega de 
bienes, esto es, en el momento en que el 
vendedor transfiere al adquirente la facultad 
de disponer el bien en calidad de propieta-
rio, la entrega de los vehículos que implica la 
transmisión del poder de disposición de los 
mismos se produce cuando el vehículo es 
facturado al concesionario, contra el abono 
de su precio a Rover España S.A. merced a la 
entrega de la correspondiente documenta-
ción técnica, que hasta ese momento ha 
seguido en poder de Rover España S.A., pro-
pietaria del mismo, lo que implica a su vez 
que el cliente final cerraba la operación con 
el concesionario y abonaba a este su precio. 
Por tanto, para apreciar el lugar desde don-
de se realizaban las entregas hay que estar al 
lugar en donde se centralizaban las labores 
de comercialización de los vehículos y radi-
caba la sede principal, con independencia 
del lugar en el que física o materialmente se 
encontraban los bienes, por lo que habiéndo-
se acreditado en las actuaciones que Rover 
España, S.A., carecía de instalaciones en el 
País Vasco y que toda la actividad se des-
arrollaba desde sus centros de trabajo sitos 
en la Comunidad Autónoma de Madrid, no 
cabe hablar de entregas realizadas desde el 
País vasco.  

Así en el escrito que Rover remite con fecha 
20 de Octubre de 1994 a la Oficina Nacional 
de la Inspección la entidad manifiesta que 
"todas las expediciones comerciales, opera-
ciones de compra y venta, decisiones empre-
sariales, facturación, contratación etc., se 
realizan en las oficinas de San Fernando de 
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Henares, Madrid, donde se encuentra la sede 
social de la Compañía".  

También, el testigo D. Candido, antiguo Di-
rector Financiero de Rover España, S.A., hasta 
Septiembre de 1995, y vinculado con los 
concesionarios de Rover desde la financiera 
del BBVA hasta el año 2000, confirmó este 
modo de operar. 

Frente a lo anterior, no cabe alegar que los 
vehículos, cuando la sociedad ordenaba la 
entrega, se encontraban en las instalaciones 
de Europark Álava, S.A., sita en Araya, en 
virtud del contrato firmado el 5 de octubre de 
1990 con esta empresa, para que se encar-
gara del almacenamiento y preparación de 
los mismos hasta su envío a la red de conce-
sionarios, ya que este dato no puede resultar 
relevante a efectos de la exacción, al no 
referirse el precepto al lugar donde se hallen 
en el momento de la entrega, sino al lugar 
desde el que se realiza la puesta a disposi-
ción, tratándose los trabajos de almacenaje 
de servicios subcontratados que no pueden 
alterar el lugar de realización de las opera-
ciones gravadas.  

Por otra parte, en contra de lo que se man-
tiene, la campa de Araya, tenía como única 
finalidad el almacenamiento de un stock de 
vehículos y las operaciones allí realizadas en 
ningún caso suponían una transformación de 
los mismos, debiendo destacarse que según 
el contrato suscrito entre Rover España S.A. y 
las entidades integradas en el grupo Toquero 
en fecha 5 octubre 1990 "Rover España co-
municará oportunamente a Europark y a 
Toquero Express sus necesidades de despa-
cho, limpieza, envío y plazo máximo de en-
trega de los vehículos a los concesionarios. El 
plazo máximo para todas estas operaciones 
será de cuatro días laborables incluyendo en 
dicho cómputo el mismo día de la comuni-
cación". Por lo tanto, los 44 días a los que 
alude la contestación a la demanda pueden 
deberse a diversos factores, pero lo pactado 
era un plazo muy inferior.  

En definitiva, las instalaciones de Araya 
eran un simple punto logístico dentro del 
transporte único entre el lugar de fabricación 
en Inglaterra y las instalaciones de los conce-
sionarios. El control del proceso de Rover Es-
paña S.A. al que hace referencia la resolu-
ción recurrida, el artículo 7,2, del contrato 
antes referido, y el que aquella sociedad 
conociera el destino y ubicación de los vehí-
culos, no puede alterar la conclusión adop-
tada, pues como hemos señalado el destino 
de Araya era una parada temporal de unas 
mercancías cuyo destino final venía prede-
terminado desde el Reino Unido, implicando 
un mero tránsito, aunque en él se hubieran 
realizado cuantiosas inversiones, hasta las 
instalaciones del adquirente.  

NOVENO.  

La Diputación Foral de Álava, sin embargo, 
se acoge exclusivamente a la regla especial 
que dispone que "cuando los bienes deban 
ser objeto de transporte para su puesta a 
disposición del adquirente, las entregas se 
entenderán realizadas en el lugar en que se 
encuentren aquellos al tiempo de iniciarse a 
expedición o el transporte", regla que es la 
que considera aplicable también la Junta 
Arbitral, y que le permite concluir que en un 
volumen muy importante, pero cuya cuantifi-
cación no puede realizar por carecer de 
datos, las entregas de los vehículos a Dial 
Spania y/o a los concesionarios se realizaban 
desde Araya (Álava), lugar en el cual se en-
contraban al tiempo de iniciarse el transpor-
te, resultando indiferente que Rover España, 
S.A., contase o no con medios personales y 
materiales propios en dicho territorio histórico 
o bien que hubiera subcontratado la labor de 
depósito de los vehículos con destino a los 
concesionarios, al ser claro que es dicha so-
ciedad quien tenía el poder de disposición 
de los vehículos y quien tenía el poder de 
supervisión y decisión sobre la localización de 
los mismos.  
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No podemos compartir la interpretación 
que realiza la Junta Arbitral respecto al punto 
de conexión que considera aplicable.  

Como, al principio, señalábamos, la Ley del 
Concierto establece los mismos criterios que 
se regulan en la Ley del IVA, para determinar 
cuando una entrega de bienes se considera 
realizada en el territorio de aplicación del 
impuesto. 

Con arreglo al art. 68 Uno las entregas de 
bienes que no son objeto de expedición o 
transporte para su puesta a disposición del 
adquirente se entienden realizadas en el 
territorio de aplicación del IVA español 
cuando los bienes se ponen a disposición del 
adquirente en dicho territorio. La expedición 
o transporte a que hace referencia ese pre-
cepto es aquel que implica la salida o entra-
da de los bienes en el territorio de aplicación 
del impuesto. Por lo tanto, la regla general es 
aplicable también cuando los bienes son 
objeto de un transporte que discurre, todo él, 
en el territorio de aplicación del impuesto.  

Si, tratándose de bienes muebles corpora-
les, éstos deben ser objeto de expedición o 
transporte fuere del ámbito territorial del Im-
puesto, para su puesta a disposición del ad-
quirente, la entrega se entiende realizada en 
España cuando la expedición o transporte se 
inicia en el territorio de aplicación del Im-
puesto..  

Pues bien, habiendo incorporado estos 
mismos principios al Concierto, y como man-
tiene la Administración del Estado el inciso 
especial ha de interpretarse en el sentido de 
que se integra en el mismo párrafo en el que 
se enuncia la regla básica para las entregas 
de bienes muebles corporales sujetas al Im-
puesto sobre el Valor Añadido, según la cual 
se entenderán realizadas en territorio del País 
Vasco " cuando se realice desde territorio 
vasco la puesta a disposición del adquirente", 
por lo que sólo puede jugar para entregas de 
bienes sujetas al Impuesto cuando se realice 

desde el territorio vasco la puesta a disposi-
ción del adquirente.  

Otra interpretación supondría dar toda la 
relevancia al lugar donde se sitúan las cam-
pas que puede ser distinto del territorio en el 
que opere el sujeto pasivo.  

En definitiva, no procede efectuar una in-
terpretación literal como la que propugna la 
Junta Arbitral, sino una interpretación lógica y 
sistemática como la que interesa la Adminis-
tración recurrente del punto de conexión.  

En caso contrario, nos encontraríamos que, 
por la sola circunstancia de que unas mer-
cancías hayan transitado por el País Vasco 
durante breves días, la tributación por razón 
del Valor Añadido inherente a la comerciali-
zación y entrega de esas mercancías, se 
podría atribuir íntegramente al País Vasco; sin 
que la fabricación de dichas mercancías se 
haya producido en País Vasco, sin que tam-
poco se haya producido transformación de 
las mismas en el País Vasco, y sin que la labor 
de comercialización de esas mercancías 
haya tenido lugar en dicho territorio 
DÉCIMO.- Por lo expuesto, procede estimar el 
recurso contencioso administrativo interpues-
to, con anulación de la resolución impugna-
da, declarando en su lugar que la Adminis-
tración competente para la exacción del IVA 
por las operaciones interiores de entregas de 
bienes efectuadas por MG Rover España S.A. 
desde Enero de 1990 hasta Diciembre de 
2005 corresponde a la Administración del 
Estado, lo que tiene incidencia respecto a las 
adquisiciones intracomunitarias efectuadas 
por Rover España S.A., desde Enero de 1993 
hasta Diciembre de 2005, al corresponder 
también a la Administración del Estado, sin 
que se aprecien circunstancias para una 
expresa imposición de costas a las partes.  

En su virtud, en nombre de su Majestad el 
Rey y en el ejercicio de la potestad de juzgar 
que, emanada del pueblo español, nos con-
fiere la Constitución.  
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FALLAMOS  

Estimar el recurso contencioso administrati-
vo interpuesto por la Administración General 
del Estado contra la resolución de 19 de Junio 
de 2009, adoptada por la Junta Arbitral del 
Concierto Económico con la Comunidad 
Autónoma del País Vasco, declarando la 
nulidad de tal resolución y reconociendo, en 
su lugar, que la Administración del Estado era 
la competente para la exacción del IVA por 
las operaciones interiores de bienes efectua-
das por M.G. Rover España S.A., desde Enero 
de 1990 hasta Diciembre de 2005, así como 
por las adquisiciones intracomunitarias reali-
zadas desde Enero de 1993 hasta Diciembre 
de 2005, y por las importaciones efectuadas 
entre Enero de 1990 y Diciembre de 1992, sin 
costas.  

Así por esta nuestra sentencia, que se pu-
blicará en la Colección que edita el Consejo 
General del Poder Judicial, definitivamente 
juzgado, lo pronunciamos, mandamos y fir-
mamos D. Rafael Fernández Montalvo, D. 
Juan Gonzalo Martinez Mico, D. Emilio Frías 
Ponce, D. Ángel Aguallo Avilés, D. Jose Anto-
nio Montero Fernández, D. Ramón Trillo Torres. 

 

Tribunal Supremo: IVA. Traslado de sal-
dos. SENTENCIA de diecisiete de junio de 
dos mil diez. 

Visto por la Sección Segunda de la Sala 
Tercera del Tribunal Supremo el recurso con-
tencioso-administrativo núm. 529/2009, inter-
puesto por la ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL 
ESTADO, representada y defendida por el 
Abogado del Estado, contra la Resolución de 
fecha 19 de junio de 2009, dictada por la 
Junta Arbitral del Concierto Económico con 
la Comunidad Autónoma del País Vasco en 
el expediente núm. 20/2008, en relación con 
el conflicto negativo planteado por la Dipu-
tación Foral de Guipúzcoa sobre la compe-
tencia para la devolución del Impuesto sobre 

el Valor Añadido reclamada por la entidad 
Inverlur Participadas, S. L., correspondiente a 
los ejercicios 2005 y 2006.  

Ha sido parte recurrida la DIPUTACIÓN FO-
RAL DE GUIPÚZCOA, representada la Procu-
radora de los Tribunales doña Roció Martín 
Echagüe. 

ANTECEDENTES DE HECHO  

PRIMERO.  

Con fecha 19 de junio de 2009, la Junta Ar-
bitral del Concierto Económico con la Comu-
nidad Autónoma del País Vasco dictó Acuer-
do en el conflicto núm. 20/2008, planteado 
por la Diputación Foral de Guipúzcoa contra 
la Administración del Estado en relación con 
la Administración competente para la devo-
lución del Impuesto sobre el Valor Añadido 
(IVA) de los ejercicios 2005 y 2006, solicitada 
por la entidad Inverlur Participadas, S. L., por 
importe de 14.622.743, 67 euros.  

Del expediente administrativo se despren-
den los siguientes hechos:  

1) La entidad INVERLUR 5005, S.A., que tribu-
taba únicamente a la Administración del 
Estado, presentó declaraciones mensuales 
del I.V.A. a la Agencia Estatal de Administra-
ción Tributaria (AEAT) durante todo el ejerci-
cio 2005 y los seis primeros meses de 2006, 
declarando en la de junio de 2006 una canti-
dad a compensar en períodos posteriores de 
14.622.743,74 euros.  

2) Con ocasión de la escisión total de la en-
tidad INVERLUR 5005, S.A. se constituyó como 
una de las sociedades beneficiadas INVER-
LUR PARTICIPADAS, S.L., a la que, según cons-
ta en el acuerdo de escisión elevado a escri-
tura pública, le fue transmitida la citada can-
tidad a compensar.  

3) INVERLUR PARTICIPADAS, S.L. tributó en 
2006 exclusivamente a la Diputación Foral de 
Guipúzcoa e incluyó en la declaración del 
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IVA correspondiente al tercer trimestre la 
cantidad a compensar antes citada. Ante la 
negativa de la Hacienda Foral a aceptar 
dicha compensación, la sociedad interpuso 
recurso de reposición, que fue desestimado 
por Acuerdo del Servicio de Gestión de Im-
puestos Indirectos del Departamento para la 
Fiscalidad y las Finanzas de la Diputación 
Foral de Guipúzcoa de 21 de marzo de 2007.  

4) INVERLUR 5005 presento a la AEAT decla-
ración del IVA correspondiente al mes de 
diciembre de 2006, en la que solicitó la devo-
lución de los 14.622.743,74 euros. En agosto 
de 2007 la Inspección Regional de Guipúzcoa 
de la AEAT inició actuaciones de comproba-
ción e investigación de INVERLUR 5005 por el 
IVA 2006, que se documentaron en el Acta 
de disconformidad núm. 71395871, de 30 de 
enero de 2008, que se incoó a INVERLUR PAR-
TICIPADAS, S.L. en calidad de sucesora de la 
anterior. En dicha Acta y en el Informe am-
pliatorio se hacía constar: a) que procedía 
reducir el IVA soportado deducible en 
26.283,72 euros, resultando, pues, un importe 
deducible de 14.596.460,02 euros; b) que 
INVERLUR PARTICIPADAS, S.L. actuó correc-
tamente al compensar el saldo pendiente en 
la autoliquidación presentada a la Diputa-
ción Foral de Guipúzcoa al final del ejercicio, 
dado que dicha sociedad tributaba íntegra-
mente al referido Territorio Histórico; c) que 
INVERLUR 5005 se extinguió como conse-
cuencia de su escisión total con efectos a 
partir del 30 de junio de 2006, por lo que la 
última declaración relativa a dicha sociedad 
era del mes de junio de 2006, que debía ser 
presentada por quien le sucediera en la esci-
sión; y d) que el traslado del saldo a compen-
sar por el IVA de la Administración del Estado 
a la Hacienda Foral de Guipúzcoa es admisi-
ble al no prohibirlo el Concierto Económico.  

5) El Inspector Regional del País Vasco dictó 
Acuerdo de liquidación el 11 de abril de 2008 
aceptando íntegramente la propuesta del 
actuario. En dicho procedimiento de liquida-
ción INVERLUR PARTICIPADAS, S. L. formuló 

alegaciones en las que puso de manifiesto 
que en su opinión es la Administración estatal 
la competente para efectuar la devolución y 
aceptaba la reducción del IVA soportado 
propuesta por el inspector actuario.  

6) Mediante Orden Foral 255/2008 del Dipu-
tado Foral del Departamento de Hacienda y 
Finanzas de la Diputación Foral de Guipúz-
coa, de 13 de marzo de 2008, la Diputación 
dispuso «declarar la incompetencia del De-
partamento de Hacienda y Finanzas de la 
Diputación Foral de Guipúzcoa para admitir 
como cuotas a compensar procedentes de 
las declaraciones del Impuesto sobre el Valor 
Añadido presentadas por la entidad 
INVERLUR 5005, S. A.U., en los ejercicios 2005 y 
2006 en la Agencia Tributaría del Estado en 
los que operó exclusivamente en territorio 
común, por parte de la entidad INVERLUR 
PARTICIPADAS, S. L.», «entendiendo a la Ad-
ministración del Estado a efectos de proce-
der a su devolución al obligado tributario» .  

7) Finalmente, mediante escrito de 9 de 
mayo de 2008, el Diputado Foral de Hacien-
da y Finanzas de la Diputación Foral de Gui-
púzcoa planteó conflicto negativo ante la 
Junta Arbitral del Concierto Económico con 
la Comunidad Autónoma del País Vasco, en 
el que solicitó que «dicte una resolución por 
la que se declare a la Administración tributa-
ria de la Diputación Foral de Guipúzcoa in-
competente para admitir como cuotas a 
compensar procedentes de las declaracio-
nes del Impuesto sobre el Valor Añadido pre-
sentadas por la entidad INVERLUR 5005, 
S.A.U., en los ejercicios 2005 y 2006 en la 
Agencia Tributaria del Estado en los que ope-
ró exclusivamente en territorio común, por 
parte de la entidad INVERLUR PARTICIPADAS, 
S. L. (...) surgida del proceso de escisión de la 
anterior, cuyo importe asciende a 
14.622.743,67 euros, entendiendo competen-
te a la Administración del Estado a efectos 
de proceder a su devolución al obligado 
tributario».  
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La referida Junta Arbitral dictó Resolución 
de fecha 19 de junio de 2009 en la que acor-
dó «declarar que la Administración del Estado 
es la competente para devolver el IVA sopor-
tado pendiente de compensación por los 
ejercicios 2005 y 2006 en el momento de la 
extinción de INVERLUR 5005, S.A., Sociedad 
Unipersonal (…) a INVERLUR PARTICIPADAS, 
S.L., Sociedad Unipersonal (...), sucesora en la 
titularidad del correspondiente crédito tribu-
tario, o a quien haya sucedido a ésta, en su 
caso, en dicha titularidad». Dicha decisión se 
fundó, en esencia, en los razonamientos que 
a continuación se extractan.  

En primer lugar, después de recordar algu-
nos aspectos esenciales del sistema del IVA, 
señala que el problema planteado por los 
saldos de IVA «generados bajo la competen-
cia de una Administración en el caso de que 
la entidad sucesora en el correspondiente 
crédito tributario como consecuencia de una 
operación de reorganización societaria tribu-
te a otra Administración», «no está previsto 
expresamente en el Concierto Económico». 
Éste contempla únicamente «el reparto entre 
las Administraciones competentes del poder 
tributario sobre el IVA correspondiente a un 
mismo periodo liquidatorio» -"sincrónico"-, no 
el reparto en períodos sucesivos -"diacrónico"-
, y lo hace básicamente en el art. 29, aparta-
dos Uno y Cinco. «El sistema de reparto que 
resulta de estos preceptos se basa en la dis-
tribución de las cuotas liquidadas o de las 
cantidades a devolver en proporción a la 
cifra relativa de negocios (art. 
27.Uno.Segunda del CE), con total separa-
ción entre las Administraciones competen-
tes». En relación al reparto "sincrónico", «la 
incomunicación de los saldos del IVA entre 
Administraciones» resulta claramente del 
citado apartado Cinco del art. 29 del Con-
cierto, que señala que «[l]as devoluciones 
que procedan serán efectuadas por las res-
pectivas Administraciones en la cuantía que 
a cada una le corresponda»,  

No cabe duda, de que «admitir el traslado 
de los saldos del IVA supondría una disminu-
ción de la recaudación por este impuesto y 
paralelamente un enriquecimiento de la Ad-
ministración del Estado, que desplaza hacia 
la Hacienda Foral un pasivo fiscal que recaía 
sobre aquella, distorsiones patrimoniales que 
no son conformes con el principio de reparto 
equitativo de los recursos fiscales en el que se 
funda el Concierto Económico» (FD 7). 

En definitiva, «tanto el sistema del IVA como 
el Concierto Económico impiden el traspaso 
de saldos entre Administraciones». La AEAT 
acepta esta regla que califica como general, 
pero considera que «tiene una excepción en 
el supuesto contemplado en el presente con-
flicto, fundada en la necesidad de permitir 
que dichos saldos sean objeto de compen-
sación inmediata por la entidad sucesora», 
«integrándolos en sus autoliquidaciones». La 
solución alternativa consistiría en que dicha 
entidad sucesora esperase hasta el 31 de 
diciembre para dirigirse en solicitud de la 
devolución a la que fue Administración com-
petente de la entidad transmitente del crédi-
to», pero tiene como inconveniente «el re-
traso en la posibilidad de deducir el saldo».  

Este razonamiento de la AEAT «implica la 
admisión de la competencia de la Adminis-
tración de la entidad escindida para la devo-
lución del IVA», Además, «el retraso que se 
pretende evitar es ajeno a cuál sea la Admi-
nistración competente para efectuar la de-
volución», dado que, por una lado, «tal re-
traso no existiría si se admitiese la devolución 
del saldo en el momento en que se produzca 
el cambio de competencia», y. por otro, «la 
solución propuesta por la AEAT tampoco 
evita el retraso si la entidad sucesora en el 
crédito no tiene IVA devengado en la cuan-
tía necesaria para compensar el saldo trans-
mitido, en cuyo caso también tendrá que 
esperar al final ejercicio para obtener la de-
volución», salvo que resulte aplicable el régi-
men del art. 116 de la Ley 37/11992, de 28 de 
diciembre, reguladora del IVA (en lo sucesivo 
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LIVA). Así pues, «son razones de carácter for-
mal las que se aducen en contra de la devo-
lución del saldo del IVA por la Administración 
bajo cuya competencia éste se generó» (la 
del Estado), razones que «no pueden preva-
lecer frente a los principios del Concierto 
Económico y del propio IVA».  

En realidad, «las normas reguladoras del IVA 
no son contrarias a la afirmación de que es la 
Administración tributaria del Estado la com-
petente» para «devolver el saldo pendiente 
del IVA en el momento de la extinción de la 
sociedad escindida totalmente; lo que suce-
de es más bien que dichas normas no prevén 
esta hipótesis y por ello no establecen el pro-
cedimiento adecuado para llevar a efecto la 
devolución». Existe en esta cuestión una la-
guna normativa, de un lado, «en lo relativo a 
las normas materiales aplicables», aunque 
ésta puede cubrirse deduciendo la norma 
pertinente «a partir de los principios del Con-
cierto Económico y del propio Impuesto»; de 
otro lado, «en cuanto al procedimiento a 
seguir para la ejecución de la norma mate-
rial, derivado de la falta de una solución legal 
al problema planteado». Pero la ausencia de 
estas normas procedimentales no es un ar-
gumento válido frente a dicha regla. La AEAT 
sostiene a esta regla de "general", tiene ex-
cepciones; se trata, sin embargo, de una 
regla absoluta ya que deriva de los principios 
esenciales del IVA, que el Concierto Econó-
mico da por supuestos.  

En consecuencia, «incumbe a la Adminis-
tración del Estado la devolución del saldo 
pendiente, puesto que era la titular de la 
potestad de exacción del IVA cuando éste se 
generó» (FD 8).  

Por lo que se refiere a la ejecución de la re-
solución, ésta «supone que sea la Hacienda 
Pública estatal la que soporte la carga finan-
ciera de la devolución», por lo que si se con-
cluyera «que el respeto a las normas de ges-
tión del IVA impone inevitablemente que sea 
la Diputación Foral de Gipuzkoa quien la lleve 

a cabo, la Administración del Estado deberá 
reembolsarle la suma devuelta». Aunque 
«[u]na solución de esta clase fue la adopta-
da en anteriores resoluciones de esta Junta 
Arbitral (R 7/2009 y R 8/2009, de 3 de abril de 
2009)», siempre que ello sea posible, «la eje-
cución de las resoluciones de esta Junta Arbi-
tral debe llevarse a cabo mediante la adop-
ción de las medidas que exija la plena efica-
cia de las normas del Concierto, sin recurrir a 
compensar financieramente las consecuen-
cias de su incorrecta aplicación». Y en el 
presente caso «no es imprescindible recurrir a 
una compensación financiera a posteriori», 
dado que «la ejecución de la presente reso-
lución requiere simplemente que sea la Ad-
ministración del Estado la que efectúe la 
devolución del saldo del IVA pendiente en el 
momento de la escisión de INVERLUR 5005 y 
su traspaso a INVERLUR PARTICIPADAS, devo-
lución que ninguna de las dos Administracio-
nes ha realizado hasta ahora», para lo cual, 
en ausencia de normas para este supuesto, 
«son posibles para ello diversos cauces forma-
les»: bien «que se admita la presentación a la 
AEAT de una declaración-liquidación corres-
pondiente al último trimestre del año a los 
efectos de solicitar la devolución, por la enti-
dad que actualmente sea titular del crédito 
tributario por el saldo del IVA» -que «sería 
compatible con la que dicha entidad esté 
obligada, en su caso, a presentar a la 
Hacienda Foral de Gipuzkoa», bien «que el 
contribuyente presentase a la AEAT un escrito 
solicitando la devolución». En todo caso, «la 
entidad deberá formular una solicitud de 
devolución a la AEAT, que deberá admitirla», 
y que «estaría sujeta a la oportuna compro-
bación». De hecho, la AEAT ya llevó a cabo 
actuaciones de comprobación que dieron 
lugar al acta de inspección de 30 de enero 
de 2008 y a la consiguiente liquidación de 11 
de abril de 2008, lo que «es en cierto modo 
contradictorio con el rechazo a asumir la 
devolución del IVA objeto de comproba-
ción».  
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Finalmente, aunque la Diputación Foral de 
Guipúzcoa cifra la cuantía de la devolución 
en 14.622.743,67 euros, y la misma cantidad 
se menciona por la AEAT en sus dos escritos 
de alegaciones -«lo cual es sorprendente a la 
vista del expediente de inspección», en el 
que dicha cuantía se redujo a 14.596.460,02 
euros-, no incumbe a la «Junta Arbitral pro-
nunciarse acerca del importe a devolver, ni 
acerca de los posibles efectos preclusivos 
que en este aspecto pueda tener la mencio-
nada liquidación, que se atribuye la cualidad 
de definitiva» (FD 9). 

SEGUNDO.  

Contra la Resolución de la Junta Arbitral de 
19 de junio de 2009, mediante escrito presen-
tado el 24 de septiembre de 2009, el Aboga-
do del Estado, en la representación que le es 
propia, interpuso recurso contencioso-
administrativo (núm. 529/2009), formalizando 
la demanda por escrito presentado el 3 de 
diciembre de 2009, en el que solicita de esta 
Sala que se dicte sentencia que declare «la 
nulidad del acuerdo impugnado de la Junta 
Arbitral, por ser la Administración competente 
para devolver el IVA objeto de este recurso la 
Diputación foral de Guipúzcoa».  

En los fundamentos de derecho del escrito 
de demanda comienza el Abogado del Es-
tado solicitando que se declare que la Admi-
nistración competente para devolver la can-
tidad pendiente de compensación por saldos 
de IVA, ejercicios 2005 y 2006, que presenta-
ba la entidad INVERLUR 5005, es «la Diputa-
ción Foral de Guipúzcoa, puesto que la enti-
dad que sucedió en la titularidad del crédito 
tributario -INVERLUR PARTICIPADAS- tributa a 
partir de dicha sucesión exclusivamente en el 
territorio histórico de Guipúzcoa» (pág. 4 del 
escrito).  

Con el fin de fundamentar dicha solicitud el 
defensor de la Administración empieza por 
reconocer que el problema planteado por 
«saldos del IVA generados bajo la compe-

tencia de una Administración en el caso de 
que haya una Entidad sucesora» que «tributa 
en otra Administración exclusivamente» no 
está previsto expresamente en el Concierto 
Económico (pág. 5), no obstante lo cual 
puede servir como criterio interpretativo lo 
dispuesto en los arts. 29.5, citado en el 
Acuerdo de la Junta Arbitral impugnado, y 
43.7, ambos del Concierto Económico con el 
País Vasco (pág. 6).  

Sentado lo anterior, reconoce también con 
la Diputación Foral de Guipúzcoa y la Junta 
Arbitral que la regla general aplicable es que 
«las compensaciones o devoluciones se dis-
tribuyen entre las Administraciones públicas 
ante las que se han generado, y por consi-
guiente no debe producirse un traslado de 
saldos de IVA a compensar a otras Adminis-
traciones». Esta regla, sin embargo -advierte- 
«supone aplicar el IVA en la forma fijada por 
su ley reguladora, evitando problemas de 
gestión y comprobación, y la posible pro-
ducción de efectos anómalos en el supuesto 
de cambios en las Administraciones» compe-
tentes de un año a otro» (pág. 6).  

Bajo las anteriores premisas, sostiene la re-
presentación del Estado que la referida regla 
general tiene una excepción en el caso en-
juiciado: «que se funda en la mecánica del 
impuesto»; y es que, «[n]o admitir en este 
caso el traslado de saldos pendientes impli-
caría el incumplimiento de tales normas, ya 
que no se podría solicitar en el siguiente pe-
ríodo liquidatorio la devolución del corres-
pondiente saldo, e incluso tampoco al final 
del ejercicio anual». El art. 99.3 de la LIVA. -
recuerda-, posibilita que la deducción se 
ejercite en la declaración del período en que 
el titular haya soportado las cuotas deduci-
bles «[e]n las de los sucesivos». Y en este caso 
el siguiente período sucesivo era el tercer 
trimestre, en el que la entidad INVERLUR 
PARTICIPADAS, S. L. tributaba exclusivamente 
en el territorio foral de Guipúzcoa, en virtud 
del art. 25 del Concierto, por lo que «la me-
cánica del impuesto llevaba a que en tal 
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Diputación Foral se podía ejercer el derecho 
previsto en el artículo 99» de la LIVA, con 
mayor motivo «cuando no era de aplicación 
la previsión del art. 116 de la misma ley relati-
va a devoluciones de importadores en régi-
men comercial» (pág. 7).  

Se ha producido -añade el Abogado del 
Estado- un cambio en la Administración 
competente como consecuencia de una 
escisión total, «sin que además la Ley del IVA 
establezca que la entidad extinguida pueda 
solicitar en el momento de la extinción la 
devolución del saldo pendiente a su favor», 
por lo que «si aplicamos la regla general de 
no traslado de saldos se perjudica al benefi- 
ciario de la escisión difiriendo su derecho a la 
deducción, ya que habría que esperar al final 
del año para poder dirigirse a la Administra-
ción anterior solicitando la devolución»; esta 
es la razón por la que INVERLUR PARTICIPA-
DAS, S. L., «que tributaba exclusivamente en 
la Diputación Foral de Guipúzcoa, incluyó en 
su declaración de IVA ante la Diputación 
Foral correspondiente al tercer trimestre de 
2006 el importe de la deducción por IVA apli-
cable». En fin, de esta forma «no se altera la 
normativa del IVA, sino que se respeta, pues 
así la Entidad beneficiaria aplica los saldos 
conforme a la Ley del Impuesto, en función 
del principio de inmediatez en el ejercicio del 
derecho a la deducción» (pág. 8).  

La anterior conclusión, a juicio del Aboga-
do del Estado, vendría confirmada por el 
contenido del art. 43.7 del Concierto Econó-
mico, que, aunque referido a las personas 
físicas, resulta aplicable por analogía a las 
personas jurídicas. Hay que tener en cuenta -
señala- que el art. 27, apartado tercero, del 
Concierto, sujeta la tributación de las perso-
nas jurídicas al lugar de su domicilio fiscal, 
domicilio que se establece en la forma previs-
ta en el citado art. 43. Lo que supone que en 
función de tal domicilio «hay que determinar 
el "punto de conexión", y ello se hace según 
la ley "a partir de ese momento"», «es decir, a 

partir del momento de cambio de domicilio 
fiscal» (págs. 8-9).  

Por otro lado, considera la representación 
pública que, frente a lo que afirma la Junta 
Arbitral, la falta de normas materiales y pro-
cedimentales supone que deban aplicarse 
las citadas normas generales del IVA, de for-
ma que en base al punto de conexión, «es 
decir a la Administración competente el suje-
to pasivo puede ejercitar en su liquidación el 
derecho a aplicar las cuotas deducibles, 
solicitando así la correspondiente devolu-
ción», lo que permiten el art. 99.3 de la LIVA y 
el art. 27, regla tercera, del Concierto Eco-
nómico, que señala que «la tributación se 
hará "en todo caso" en el lugar del domicilio 
fiscal cuando no se supere la cuantía anual 
de operaciones» que establece (pág. 10).  

Además, subraya el Abogado del Estado 
que aunque el Acuerdo de la Junta impug-
nado señala que el titular del crédito debe 
presentar ante la Agencia Tributaria Estatal 
una solicitud de devolución, «tal trámite no 
está regulado en la normativa tributaria», 
«razón por la cual se entendió que en el pre-
sente supuesto existe una excepción a la 
regla general». Y aunque el Reglamento de la 
Junta Arbitral establece que ésta debe incluir 
en sus resoluciones la forma de ejecutar las 
mismas (art. 17.3 del Real Decreto 1760/2007, 
de 28 de diciembre), «una cosa es la "fórmula 
de ejecución" y otra muy diferente el esta-
blecer un procedimiento administrativo ca-
rente de regulación, lo cual no entra en las 
competencias de la Junta Arbitral» (pág. 10).  

Como conclusión, afirma el Abogado del 
Estado que «encontrándonos ante una suce-
sión por escisión en la que sólo se tributa en 
territorio común o en territorio histórico, la 
regla general de no traslado de saldos no es 
de aplicación a la vista de la mecánica del» 
IVA «y de los principios del Concierto Econó-
mico, debiéndose admitir en este caso que 
procedía el traslado de saldos a la Hacienda 
Foral, y que por tanto el acuerdo de la Junta 
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Arbitral ahora impugnado no es ajustado a 
Derecho al declarar que la Administración 
del Estado es la competente para devolver el 
IVA soportado pendiente de compensación 
de los ejercicios 2005 y 2006 en el momento 
de la escisión de INVERLUR 5005».  

TERCERO.  

La representación de la Diputación Foral de 
Guipúzcoa contestó a la demanda mediante 
escrito presentado el 19 de enero de 2010. En 
los fundamentos de derecho de dicho escrito 
comienza señalando que ambas partes están 
de acuerdo en dos extremos: en primer lugar, 
que «el Concierto Económico no regula el 
supuesto de Autos toda vez que nada se 
señala sobre la Administración tributaría 
competente para proceder a la devolución 
de las cuotas del IVA en los casos en que el 
ingreso se realiza en una de ellas y la devolu-
ción como consecuencia del domicilio fiscal 
modificado se solicita en la otra»; y, en se-
gundo lugar, en la «existencia de la regla 
general del IVA según la cual las compensa-
ciones o devoluciones de las cuotas del IVA 
deberán realizarse por la Administración tribu-
taria ante la que se ha generado el débito 
tributario, no pudiéndose producir el traspaso 
de saldos del IVA a compensar de una a otra 
Administración tributaria» (pág. 5).  

Frente a lo que mantiene la parte actora, 
sin embargo, la Diputación Foral de Guipúz-
coa entiende que no cabe defender la exis-
tencia de una excepción a la citada regla 
general con fundamento en la normativa del 
IVA, porque ésta última «se refiere de forma 
unitaria a la Administración tributaria», «siendo 
el Concierto Económico el que regula tales 
situaciones competenciales» (págs. 5-6).  

A juicio de la Diputación Foral, no cabe, 
como hace la parte actora. «acogerse a 
cuestiones formales para resolver cuestiones 
sustantivas»; ni tampoco cabe acudir «a los 
perjuicios que se le podrían causar a 
INVERLUR PARTICIPADAS, S.L. si aplicando la 

regla general la sociedad tiene que esperar a 
finales de año para cobrar el saldo resultante 
de la aplicación del mecanismo de las de-
ducciones». La respuesta al tema planteado 
debe buscarse en «el reparto competencial 
recogido en el Concierto Económico» y «no 
en la Ley del IVA», que «se refiere a la Admi-
nistración tributaría como una Administración 
única» (pág. 7).  

Pues bien, aunque el Concierto Económico 
guarda silencio respecto de las personas 
jurídicas, da respuesta al tema planteado en 
el caso de que el obligado tributario sea una 
persona física en el art. 43.Siete del Concier-
to, de cuya dicción se infiere que «en el caso 
de cambio de domicilio la competencia de 
la Administración tributaria nacería desde ese 
momento, y no antes, de dicho cambio de 
domicilio» (pág. 8). La interpretación de la 
parte actora, según la cual «en virtud de 
dicho texto legal la competencia para la 
exacción tributaria del IVA (incluida la devo-
lución de cuota ingresadas en la otra Admi-
nistración)» recae en la Diputación Foral «por 
ser la Administración tributaría competente 
en virtud del domicilio de la obligada tributa-
ria», «omite cualquier referencia al hecho 
previo del ingreso de las cuotas cuya devolu-
ción se solicita» (págs. 8-9). A juicio de la par-
te recurrida, a tenor de lo dispuesto en el 
referido art. 43.Siete, «si el obligado tributario 
hubiera sido una persona física la competen-
cia de la Hacienda Foral de Gipuzkoa, se 
iniciaría desde el momento del cambio de 
domicilio, siendo competencia de la Adminis-
tración del Estado lo referido a fechas ante-
riores a tal hito, lo que implicaría que la devo-
lución de las cuotas del IVA las debería reali-
zar esta Administración» (pág. 9). Ahora bien, 
en el caso en que el obligado tributario es 
una persona jurídica el silencio normativo «no 
significa una prohibición de la aplicación del 
régimen previsto para las personas físicas» en 
el citado art. 43.Siete.  

La actora, al defender que el punto de co-
nexión (el domicilio fiscal) «conlleva que sea 
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la Administración competente para la exac-
ción tributaria la que debe proceder a la 
devolución de las cuotas del IVA», «defiende 
el escenario injusto de que la Administración 
que debe proceder a la devolución de las 
cuotas del IVA no es la que previamente las 
ingresó», esto es, defiende «que una Adminis-
tración sea la que reciba las cuotas tributarias 
(la del Estado) y otra (la foral) la que proceda 
a la devolución», lo que constituye un esce-
nario «inadmisible» (págs. 10-11). Sin embar-
go, «ni en el marco legal sustantivo del IVA, ni 
en el tema competencial previsto en el Con-
cierto Económico existe ninguna regla o crite-
rio que incline a pensar que tales efectos 
previstos en el art. 43, Siete para las personas 
físicas no sea aplicable a las personas jurídi-
cas» (págs. 11-12), por lo que, en virtud de 
dicho precepto, es la Administración tributa-
ria «que recaudó la que debe proceder a la 
devolución, dado que tal recaudación se 
realizó en el ámbito competencial recogido 
en el Concierto Económico» (pág. 13). Final-
mente, la Diputación Foral señala que del 
mismo modo que esta Sala ha mantenido en 
su Sentencia de 15 de junio de 1993 que «pa-
ra que un pago sea liberatorio debe realizar-
se en la Administración competente según las 
reglas del Concierto Económico» ha de en-
tenderse que «su devolución debe solicitarse 
a la Administración que previamente cobró 
dichas cuotas» (pág. 14).  

Por otro lado, niega la Diputación Foral que 
los dos mecanismos de ejecución propuestos 
en el Acuerdo de la Junta Arbitral estén ex-
tramuros de la normativa del tributo. A su 
juicio, mientras que la primera alternativa 
(solicitud de devolución a través de una de-
claración-liquidación referida al último trimes-
tre) «puede encajarse en el ámbito del me-
canismo de devolución de cuotas previsto en 
el art. 116 de la Ley 37/1992», la segunda 
(solicitar la devolución) «viene a ser simple-
mente la aplicación de lo previsto en el art. 
18 del Real Decreto 1760107, regulador de la 
Junta Arbitral» (pág. 17), en virtud del cual, las 
Administraciones deben proceder a la eje-

cución de las resoluciones de dicha Junta «en 
los términos previstos en la propia resolución» 
(pág. 17).  

CUARTO.  

Evacuado el trámite de conclusiones escri-
tas por ambas partes, por Providencia de 26 
de marzo de 2010, se señaló para votación y 
fallo el día 16 de junio de 2010, en cuya fecha 
tuvo lugar el referido acto.  

Siendo Ponente el Excmo. Sr. D. ANGEL 
AGUALLO AVILÉS. Magistrado de la Sala. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO  

PRIMERO.  

El presente recurso contencioso-adminis-
trativo núm. 529/2009 se interpone por el Abo-
gado del Estado contra la Resolución de 19 
de junio de 2009, dictada por la Junta Arbitral 
del Concierto Económico con la Comunidad 
Autónoma del País Vasco, que resuelve el 
conflicto negativo de competencia plantea-
do por la Diputación Foral de Guipúzcoa 
contra la Administración del Estado en rela-
ción con la Administración competente para 
la devolución del Impuesto sobre el Valor 
Añadido (IVA) correspondiente a los ejerci-
cios 2005 y 2006, reclamada por la entidad 
"Inverlur Participadas, S. L., Sociedad Uniper-
sonal".  

Como se ha explicitado en los Anteceden-
tes, la referida Resolución la Junta Arbitral 
acordó lo siguiente: a) «[d]eclarar que la 
Administración del Estado es la competente 
para devolver el IVA soportado pendiente de 
compensación por los ejercicios 2005 y 2006 
en el momento de la extinción de INVERLUR 
5005, S.A., Sociedad Unipersonal» a «INVERLUR 
PARTICIPADAS, S.L., Sociedad Unipersonal», 
«sucesora en la titularidad del correspondien-
te crédito tributario, o a quien haya sucedido 
a ésta, en su caso, en dicha titularidad»; y b) 
que «[e]n ejecución de esta resolución, el 
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mencionado titular del crédito tributario de-
berá presentar a la AEAT una solicitud de 
devolución de la cantidad a la que ésta as-
cienda».  

Y llegó a esta conclusión, en esencia, por 
los siguientes razonamientos: a) el problema 
suscitado en el conflicto negativo de compe-
tencia «no está previsto expresamente en el 
Concierto Económico», que contempla úni-
camente «el reparto entre las Administracio-
nes competentes del poder tributario sobre el 
IVA correspondiente a un mismo periodo 
liquidatorio» (FD 7); b) no obstante, del art. 
29.Cinco del Concierto Económico resulta 
claramente «la incomunicación de los saldos 
del IVA entre Administraciones » (FD 7); c) 
«admitir el traslado de los saldos del IVA su-
pondría una disminución de la recaudación 
por este impuesto» y «un enriquecimiento de 
la Administración del Estado, que desplaza 
hacia la Hacienda Foral un pasivo fiscal que 
recaía sobre aquella, distorsiones patrimonia-
les que no son conformes con el principio de 
reparto equitativo de los recursos fiscales en 
el que se funda el Concierto Económico» (FD 
7); d) aunque la AEAT acepta como regla 
general el no traspaso de saldos entre Admi-
nistraciones, considera que debe existir una 
excepción en estos casos para «permitir que 
dichos saldos sean objeto de compensación 
inmediata por la entidad sucesora» (FD 8); e) 
sin embargo, «el retraso que se pretende 
evitar es ajeno a cuál sea la Administración 
competente para efectuar la devolución» 
(FD 8); f) aunque en este ámbito existe una 
laguna legal en lo relativo tanto «a las normas 
materiales aplicables» (aunque esta puede 
cubrirse «a partir de los principios del Concier-
to Económico y del propio Impuesto»), como 
al «procedimiento a seguir para la ejecución 
de la norma material», «la ausencia de estas 
normas procedimentales no es un argumento 
válido frente a dicha regla», que no es gene-
ral, sino absoluta, «ya que deriva de los prin-
cipios esenciales del IVA, que el Concierto 
Económico da por supuestos» (FD 8); g) de lo 
anterior se infiere que «incumbe a la Adminis-

tración del Estado la devolución del saldo 
pendiente, puesto que era la titular de la 
potestad de exacción del IVA cuando éste se 
generó» (FD 9); h) por lo respecta a la ejecu-
ción de la resolución, ésta «requiere simple-
mente que sea la Administración del Estado 
la que efectúe la devolución del saldo del 
IVA pendiente en el momento de la escisión 
de INVERLUR 5005 y su traspaso a INVERLUR 
PARTICIPADAS», para lo cual «la entidad de-
berá formular una solicitud de devolución a 
la AEAT, que deberá admitirla», y que «estaría 
sujeta a la oportuna comprobación» (FD 9); y, 
por último, i) no incumbe a la «Junta Arbitral 
pronunciarse acerca del importe a devolver, 
ni acerca de los posibles efectos preclusivos 
que en este aspecto pueda tener la mencio-
nada liquidación, que se atribuye la cualidad 
de definitiva» (FD 9).  

SEGUNDO.  

Frente a la Resolución de la Junta Arbitral 
de 19 de junio de 2009, el Abogado del Esta-
do formula recurso contencioso-
administrativo solicitando que se dicte sen-
tencia que declare «la nulidad del acuerdo 
impugnado de la Junta Arbitral, por ser la 
Administración competente para devolver el 
IVA objeto de este recurso la Diputación Foral 
de Guipúzcoa», La representación pública 
fundamenta el recurso, en esencia, en los 
siguientes razonamientos: a) el problema 
planteado por los «saldos del IVA generados 
bajo la competencia de una Administración 
en el caso de que haya una Entidad suceso-
ra» que «tributa en otra Administración exclu-
sivamente» no está previsto expresamente en 
el Concierto Económico, no obstante lo cual 
puede servir como criterio interpretativo lo 
dispuesto en los arts. 29.5 y 43.7 del Concierto 
Económico con el País Vasco; b) la regla 
general aplicable es que «las compensacio-
nes o devoluciones se distribuyen entre las 
Administraciones públicas ante las que se han 
generado, y por consiguiente no debe pro-
ducirse un traslado de saldos de IVA a com-
pensar a otras Administraciones»; c) esa regla 
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tiene una excepción en el caso enjuiciado, 
«que se funda en la mecánica del impuesto», 
dado que el art. 99.3 de la Ley 37/11992, de 
28 de diciembre, reguladora del IVA (en ade-
lante, LIVA), posibilita que la deducción se 
ejercite en la declaración del período en que 
el titular haya soportado las cuotas deduci-
bles o «[e]n las de los sucesivos», siendo en 
este caso el siguiente período sucesivo el 
tercer trimestre, en el que la entidad INVER-
LUR PARTICIPADAS, S.L. tributaba exclusiva-
mente en el territorio foral de Guipúzcoa, en 
virtud del art. 25 del Concierto, por lo que el 
ejercicio del derecho a la devolución debía 
ejercerse en la Diputación Foral; d) la LIVA no 
establece «que la entidad extinguida pueda 
solicitar en el momento de la extinción la 
devolución del saldo pendiente a su favor», 
por lo que «si aplicamos la regla general de 
no traslado de saldos se perjudica al benefi-
ciario de la escisión difiriendo su derecho a la 
deducción, ya que habría que esperar al final 
del año para poder dirigirse a la Administra-
ción anterior solicitando la devolución»; e) la 
anterior conclusión se confirma por el conte-
nido del art. 43.7 del Concierto Económico 
(en conexión con el art. 27 de dicha norma), 
aplicable por analogía a las personas jurídi-
cas, precepto del que se infiere que en fun-
ción del domicilio fiscal «hay que determinar 
el "punto de conexión", y ello se hace según 
la ley "a partir de ese momento"», «es decir, a 
partir del momento de cambio de domicilio 
fiscal»; f) la falta de normas materiales y pro-
cedimentales supone que deban aplicarse 
las citadas normas generales del IVA, de for-
ma que en base al punto de conexión «el 
sujeto pasivo puede ejercitar en su liquida-
ción el derecho a aplicar las cuotas deduci-
bles, solicitando así la correspondiente devo-
lución», lo que permiten el art. 99.3 de la LIVA 
y el art. 27, regla tercera, del Concierto Eco-
nómico; g) por último, aunque el Acuerdo de 
la Junta impugnado señala que el titular del 
crédito debe presentar ante la Agencia Tribu-
taría Estatal una solicitud de devolución, «tal 

trámite no está regulado en la normativa 
tributaria».  

Por su parte, la representación de la Dipu-
tación de Guipúzcoa presentó escrito de 
contestación a la demanda en el que solicita 
se dicte sentencia por la cual, desestimando 
la demanda formulada, se «confirme ínte-
gramente la resolución de la Junta Arbitral 
del Concierto Económico de 19 de junio de 
2009, con los demás pronunciamientos a que 
en Derecho hubiera lugar», por las razones 
expuestas en os Antecedentes.  

TERCERO.  

El objeto del presente proceso consiste en 
determinar si la Administración competente 
para devolver la cantidad pendiente de 
compensación por el IVA, ejercicios 2005 y 
2006, que presenta la entidad INVERLUR 5005 
en el momento de su extinción por escisión 
total, es la Administración del Estado o la 
Foral de Guipúzcoa, teniendo en cuenta que 
dicha entidad había tributado hasta ese 
momento exclusivamente al Estado mientras 
que la entidad que, en virtud de la escisión, 
la sucedió en la titularidad del crédito tributa-
rio por la compensación, INVERLUR PARTICI-
PADAS, S.L., tributaba en el ejercicio 2006 
exclusivamente al Territorio Histórico de Gui-
púzcoa.  

Como hemos señalado, mientras que la 
Junta Arbitral del Concierto Económico y la 
Diputación Foral de Guipúzcoa consideran 
que la solicitud de devolución del IVA sopor-
tado pendiente de compensación debe 
hacerse a la Administración del Estado, que 
es también quien debe soportar la carga 
financiera de dicha devolución, el Abogado 
del Estado entiende que la Administración 
competente para devolver el IVA es la referi-
da Diputación Foral.  

Pues bien, esta Sala y Sección se ha pro-
nunciado ya sobre esta misma cuestión en su 
reciente Sentencia de 10 de junio de 2010, 
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que resuelve el recurso ordinario núm. 
378/2009, promovido también por la Adminis-
tración General del Estado contra la Resolu-
ción de 15 de mayo de 2009 de la Junta Arbi-
tral prevista en el Concierto Económico entre 
el Estado y la Comunidad Autónoma del País 
Vasco aprobado por la Ley 12/2002, de 23 de 
mayo, que declaró que «la Administración 
del Estado es la competente para la devolu-
ción a CONSTRUCCIONES BESTARRUZA, S.L. 
del saldo pendiente a favor de esta entidad 
por los tres primeros trimestres de 2006 por 
importe de 4.700,02 euros, sin perjuicio de 
comprobar dicho saldo», con fundamento en 
los mismos razonamientos que los efectuados 
en la Resolución que se impugna en esta 
sede (véase el FD Tercero de la Sentencia). 
Sentencia en la que, matizando las conclu-
siones alcanzadas en la precedente Senten-
cia de 3 de marzo de 2010 (rec. Ordinario 
núm. 538/2009), en lo que aquí interesa, seña-
lamos lo que a continuación se transcribe:  

« TERCERO. - 1. Despejadas las dudas sobre 
la admisibilidad del conflicto planteado por 
la Diputación Foral de Guipúzcoa, procede 
adentramos en las cuestiones de fondo que 
se plantean, fundamentalmente la del trasla-
do de saldos de IVA entre Administraciones 
tributarias en caso de traslado o cambio de 
domicilio fiscal del obligado tributario desde 
territorio común a territorio foral y viceversa, 
especialmente cuando este traslado deter-
mine la asunción total de las competencias 
tributarias por la Administración del nuevo 
domicilio, como sucede en el caso objeto de 
la presente litis.  

El Acuerdo recurrido de la Junta Arbitral 
declara que la Administración del Estado es 
la competente para la devolución a Cons-
trucciones Bestarruza del saldo pendiente a 
favor de esta entidad por los tres primeros 
trimestres de 2006 por importe de 4.700,02 
euros.  

2. El razonamiento de la Administración tri-
butaria estatal es que las compensaciones o 

devoluciones se distribuyen entre las Adminis-
traciones ante la que se han generado y, por 
consiguiente, no debe producirse un traslado 
de saldos del IVA a compensar a otras Admi-
nistraciones. Esta regla general se basa en el 
artículo 29. Uno del Concierto Económico, 
que dispone lo siguiente: "El resultado de las 
liquidaciones del Impuesto se imputará a las 
Administraciones competentes en proporción 
al volumen de las contraprestaciones, exclui-
do el Impuesto sobre el Valor Añadido, co-
rrespondientes a las entregas de bienes y 
prestaciones de servicios gravadas y las exen-
tas que originen derecho a la devolución que 
se hayan realizado en los territorios respecti-
vos durante cada año natural".  

Esta regla general tiene una excepción im-
puesta por la necesidad de respetar la nor-
mativa del IVA Y el principio de neutralidad, 
ya que dicha normativa no acepta la liqui-
dación por períodos partidos. En consecuen-
cia, para que el contribuyente pueda obte-
ner la devolución de su saldo acreedor es 
indispensable su traslado a la nueva Adminis-
tración, única ante la que es posible, según la 
normativa del Impuesto, formular tal solicitud. 
La indicada excepción se limita a aquellos 
supuestos en los que la nueva Administración 
pasa a ser la única competente para la ex-
acción del IVA, como sucede en el presente 
caso, por efecto combinado del cambio de 
domicilio y de que el volumen total de ope-
raciones no superase los seis millones de eu-
ros, según el artículo 27. Uno.Tercera del 
Concierto. En tales supuestos, se deben tras-
ladar los saldos a compensar de una Adminis-
tración a otra, ya que, de no hacerlo así se 
estaría negando al sujeto pasivo el derecho a 
realizar la compensación, dado que es evi-
dente, y especialmente en el caso de la en-
tidad que nos ocupa, que el contribuyente 
no ha tenido la oportunidad legal de pedir la 
devolución.  

En conclusión, en casos como el que nos 
ocupa, una vez producido el cambio de 
domicilio, resulta procedente que, asumien-
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do la Hacienda Foral de Guipúzcoa la com-
pleta competencia exaccionadora por no 
haber excedido el volumen de operaciones 
de la mercantil los seis millones de euros, 
haya de aceptarse por la Hacienda Foral de 
Guipúzcoa las cantidades pendientes de 
compensación que arrastrase el sujeto pasi-
vo.  

3. La Sala no comparte el criterio de la Ad-
ministración recurrente ni respecto a la no 
fragmentalidad de las cuotas del IVA en los 
casos de cambio de domicilio ni respecto a 
la interpretación que hace del concepto de 
Administración tributaria competente con 
arreglo al propio Concierto Económico.  

De los datos obrantes en el expediente 
administrativo sobre el volumen de operacio-
nes de la mercantil solicitante de la devolu-
ción de las cuotas del IVA, la determinación 
de la Administración competente para la 
gestión del IVA resulta, en principio, de lo 
dispuesto en el arlo 27. Uno. Tercera del Con-
cierto Económico. El precepto establece que 
"los sujetos pasivos cuyo volumen total de 
operaciones en el año anterior no hubiera 
excedido de seis millones de euros tributarán 
en todo caso, y cualquiera que sea el lugar 
donde efectúen sus operaciones, a la Admi-
nistración del Estado, cuando su domicilio 
fiscal esté situado en territorio común, y a la 
Diputación Foral correspondiente cuando su 
domicilio fiscal esté situado en el País Vasco". 
Según este precepto la exacción del IVA 
depende del punto de conexión referente al 
domicilio fiscal del obligado tributario, sin que 
en esta disposición legal referente al IVA exis-
ta ninguna regla especial para los supuestos 
de cambio de domicilio del obligado tributa-
rio. Es decir, en el caso de autos la compe-
tencia administrativa depende exclusivamen-
te del domicilio fiscal del obligado tributario.  

Es lo cierto, sin embargo, que del propio 
Concierto Económico se puede extraer una 
interpretación que permite sostener la frag-
mentabilidad del IVA.  

El art. 43 del Concierto Económico regula, a 
los efectos de la gestión tributaria, el concep-
to de domicilio fiscal, diferenciando como es 
lógico, entre las personas físicas y las jurídicas.  

Respecto a las personas físicas el número 
Cuatro.a) preceptúa que el domicilio fiscal 
será el de la residencia habitual.  

Respecto a las personas jurídicas y demás 
entidades sometidas al Impuesto sobre So-
ciedades se fija el domicilio fiscal donde esté 
efectivamente centralizada su gestión admi-
nistrativa y la dirección de sus negocios, par-
tiendo no obstante de la presunción de que 
el domicilio fiscal, salvo lo anteriormente refe-
rido, será donde esté ubicado el domicilio 
social.  

Sin embargo el apartado siete del citado 
artículo referido a las personas físicas estable-
ce que "las personas físicas residentes en terri-
torio común o foral que pasasen a tener su 
residencia habitual de uno al otro, cumpli-
mentarán sus obligaciones tributarias de 
acuerdo con la nueva residencia, cuando 
ésta actúe como punto de conexión, a partir 
de ese momento”.  

Ello quiere decir que en el caso de las per-
sonas físicas, cuando la competencia admi-
nistrativa esté basada en su domicilio fiscal, el 
cambio de domicilio será el momento en que 
se modifique la competencia administrativa, 
pero a partir de ese momento, con lo que 
bien puede decirse que se establece una 
fragmentación de la competencia a partir 
del cambio de domicilio fiscal.  

Teniendo en cuenta que el artículo 27, Nor-
ma Tercera, se refiere al reparto competen-
cial para la exacción del IVA en los casos en 
que el punto de conexión sea el del domicilio 
fiscal, habrá que entender que lo establecido 
en el precitado artículo 43.Siete es de aplica-
ción cuando el obligado tributario del IVA en 
el supuesto contemplado en el referido arti-
culo 27. Tercera, es una persona física.  
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Lo que se deja expuesto demuestra que no 
es correcta la tesis defendida por la Adminis-
tración demandante de que la liquidación 
del IVA no es susceptible de fragmentación; 
con independencia de que la Administración 
tributaria del Estado admite la posibilidad de 
excepciones a la regla que impide trasladar 
saldos deudores a otras Administraciones 
incompetentes para la exacción de un im-
puesto en determinado periodo, es lo cierto 
que, tratándose al menos de personas físicas 
que cambian de domicilio fiscal, es posible 
tal fragmentación, siendo el momento de 
dicho cambio el punto de referencia para 
trasladar la competencia de una a otra Ad-
ministración, pero sin que ello signifique asu-
mir responsabilidades anteriores al reiterado 
cambio de domicilio.  

De lo que antecede se desprende que el 
Concierto Económico regula los supuestos de 
cambio de domicilio en los casos de personas 
físicas, pero no contiene regulación para los 
casos de personas jurídicas.  

Dicha laguna normativa respecto a las per-
sonas jurídicas puede tener dos interpreta-
ciones: Una, que su no regulación significa 
que está prohibida la reiterada fragmenta-
ción (del IVA); y, otra, que su no regulación 
expresa obliga a una tarea de exégesis del 
Concierto para, en una interpretación lógica 
y sistemática del mismo, entender que a las 
personas jurídicas les es de aplicación el mis-
mo régimen de exacción tributaria que el 
previsto para las personas físicas.  

Nos inclinamos por esta segunda interpre-
tación por ser la más lógica ya que el art. 27, 
Tercera, se refiere a los sujetos pasivos, con-
cepto que engloba tanto a las personas físi-
cas como a las jurídicas sujetas al IVA, y el 
artículo 43. Siete, establece una norma para 
los supuestos tributarios (en general dirigida a 
todos los Tributos concertados) en los que el 
punto de conexión para determinar la com-
petencia administrativa sea el del domicilio 
fiscal.  

Trasladar las cuotas del IVA soportadas por 
un sujeto pasivo cuando tenía su domicilio 
fiscal en un determinado territorio a las decla-
raciones-liquidaciones presentadas ante la 
Administración tributaria correspondiente a su 
nuevo domicilio fiscal supondría alterar la 
competencia de "exacción" prevista en el 
Concierto Económico, dado que dicha "ex-
acción" se vería disminuida por la compen-
sación de cuotas soportadas en un momento 
anterior. Además, trasladar el crédito fiscal 
que un obligado tributario tiene frente a una 
Administración a otra distinta implicaría un 
enriquecimiento injusto para una Administra-
ción y un perjuicio injustificado para la otra, 
produciendo distorsiones patrimoniales que 
no son conformes con el principio de reparto 
equitativo de los recursos fiscales en el que se 
funda el Concierto Económico.  

Siendo el Impuesto sobre el Valor Añadido 
un impuesto de devengo instantáneo, ello 
implica que el sujeto pasivo deba incluir en 
las declaraciones-liquidaciones periódicas 
que presente en cada Administración com-
petente los IVAs devengados hasta el mo-
mento del cambio de domicilio, deduciendo 
los IVAs (que originen derecho a deducción), 
igualmente soportados hasta dicho momen-
to, siendo la diferencia "neta" resultante lo 
que determina el importe de "exacción" res-
pecto al que seria competente cada Admi-
nistración. Lo cual lleva a entender que no 
corresponde a la Diputación Foral de Gui-
púzcoa la devolución correspondiente a 
deducciones originadas en un periodo en 
que la entidad solicitante de la devolución 
no tenía su domicilio fiscal en Guipúzcoa.  

En consecuencia, de lo expuesto podemos 
extraer dos conclusiones.  

1ª) No compartir la interpretación de la Ad-
ministración demandante respecto a la impo-
sibilidad legal de la fragmentación del IVA en 
caso de cambio de domicilio del obli-gado 
tributario --persona jurídica-- dado que esta 
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posibilidad se recoge expresamente para las 
personas físicas.  

2ª) Una interpretación lógica y sistemática 
del Concierto Económico nos inclina a de-
fender que el régimen fiscal previsto para las 
personas físicas en los supuestos del cambio 
de domicilio fiscal es el que debe aplicarse 
en los casos en que, en iguales circunstancias 
de cambio de domicilio, el obligado tributario 
sea una persona jurídica. Las consecuencias 
del cambio de domicilio de la entidad se 
producen, pues, a partir del momento del 
cambio, por aplicación analógica de lo dis-
puesto para las personas físicas en el art. 43. 
Siete del Concierto. Hasta ese momento la 
competencia debe pertenecer a la Adminis-
tración que la ostentaba con anterioridad a 
dicho cambio.  

Por otra parte, la Administración deman-
dante defiende la unicidad del IVA por en-
tender que así se desprende del marco legal 
del Impuesto, en el que se regula la exacción 
tributaria de una manera uniforme y sin nin-
guna referencia a posibles fragmentaciones. 
Pues bien, tal criterio no contradice el que se 
sostiene en la resolución recurrida, pues es-
tamos ante un impuesto en el que el reparto 
competencial ha sido diseñado por el Con-
cierto Económico. Es decir, la Ley 12/2002 
que aprueba el Concierto Económico no 
regula los aspectos sustantivos de los tributos 
concertados, sino que regula el ámbito com-
petencial desde una doble perspectiva: en 
qué Administración recae la competencia 
para regular los tributos (tributos de normativa 
común y de normativa autonómica) y en qué 
Administración recae la competencia para la 
gestión tributaria.  

Por tanto, no vale basarse en la normativa 
sustantiva del IVA para interpretar cuestiones 
competenciales reguladas por el Concierto 
Económico. O dicho de otra forma, el cum-
plimiento del marco legal del IVA está condi-
cionado, en lo referente a las Administracio-
nes tributarias, a lo que sobre su competen-

cia disponga el Concierto Económico. Pién-
sese, si no, en lo que el Concierto dice res-
pecto a las personas físicas que cambian de 
domicilio y que con la Ley del IVA no cabría 
tal posibilidad.  

Si el Concierto Económico hubiera querido 
regular competencialmente el tema según el 
criterio de la Administración recurrente, lo 
hubiera recogido expresamente, toda vez 
que cuando se ha querido regular la eficacia 
de los pagos a cuenta realizados en una 
Administración no competente y los efectos 
sobre su traslado a la otra Administración --se 
entiende que entre las Administraciones fora-
les y de Territorio Común-- se ha realizado de 
forma expresa tal como resulta de lo precep-
tuado en el art. 12 del Concierto.  

Nótese que la distribución de las compe-
tencias para la inspección del IVA que se 
recogen en el apartado seis del artículo 29 
del Concierto Económico no prevén la posibi-
lidad de que una Administración pueda en-
trar a comprobar créditos fiscales generados 
cuando era competente otra Administración, 
lo que determina su admisión de plano con la 
consiguiente indefensión que de ello puede 
derivarse al no tener la Administración ante-
riormente competente interés económico 
directo en entrar en dicha comprobación.  

En definitiva, debe prevalecer el criterio del 
acuerdo recurrido de la Junta Arbitral en 
relación con la competencia administrativa 
en los supuestos en que el punto de conexión 
es el domicilio fiscal de una sociedad, de-
biéndose aplicar a las personas jurídicas en el 
caso recogido en el artículo 27. Uno. Tercera 
el mismo criterio que el expresamente regu-
lado en el artículo 43.Siete para las personas 
físicas que cambian de domicilio fiscal.  

En virtud de lo expuesto, incumbe a la Ad-
ministración del Estado la devolución del 
saldo pendiente del IVA, puesto que era la 
titular de la potestad de exacción del IVA 
cuando éste se generó. Debe ser, pues, la 
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Administración del Estado la que efectúe la 
devolución del saldo pendiente del IVA en el 
momento del cambio de domicilio de la en-
tidad al Territorio Histórico de Guipúzcoa. La 
entidad mercantil puede formular una solici-
tud de devolución a la AEAT, que deberá 
admitirla, sin perjuicio, claro es, de su facultad 
de comprobar que la devolución solicitada 
es conforme a Derecho. Es verdad que la 
opción acogida por nosotros no se ajusta, 
literalmente, a las normas que regulan la ope-
rativa de gestión del IVA, pero esto no es mas 
que una consecuencia de la laguna que, 
como más atrás hemos indicado, existe en 
esta materia. De no existir tal laguna el pre-
sente conflicto no hubiera llegado a surgir.  

Ciertamente que, como pone de relieve la 
sentencia de esta Sala de 3 de marzo de 
2010 (recurso num. 538/2009), no puede con-
fundirse el derecho a la devolución con el 
ejercicio del derecho y corolario de esta dis-
tinción es que el ejercicio del derecho de 
devolución, en puridad procedimental, de-
bería efectuarse en este caso, según las re-
glas generales de competencia y por ser 
ahora Guipúzcoa el domicilio de la entidad 
recurre, ante la Diputación Foral de Guipúz-
coa, sin perjuicio de que la cantidad a de-
volver sea soportada efectivamente por la 
AEAT. El cambio de domicilio del sujeto pasi-
vo exige, en principio, que el ejercicio del 
derecho tuviera lugar ante la Administración 
que resulta competente en virtud del punto 
de conexión que el Concierto establece y 
que es el municipio actual de la entidad soli-
citante de la devolución. Pero como el tras-
lado del saldo del IVA de la Administración 
del Estado a la administración foral no es 
aceptable a la luz de la estructura básica del 
Impuesto sobre el Valor Añadido y de una 
interpretación literal del Concierto, es mucho 
más sencillo y práctico que el contribuyente 
presente ante la AEAT el escrito solicitando la 
devolución correspondiente al IVA por los tres 
primeros trimestres de 2006 en que el domici-
lio de la entidad estuvo situado en territorio 
común».  

Las anteriores reflexiones, que no podemos 
más que reiterar en este proceso en aras del 
principio de unidad de doctrina, conducen a 
la desestimación del recurso planteado por el 
Abogado del Estado.  

CUARTO.  

En atención a los razonamientos expuestos, 
procede declarar la desestimación del recur-
so contencioso-administrativo sin que, de 
conformidad con lo dispuesto en el art. 139.1 
de la LJCA, se aprecien circunstancias de 
mala fe o temeridad que determinen la ex-
presa imposición de costas.  

Por lo expuesto, en nombre del Rey y en el 
ejercicio de la potestad de juzgar que, ema-
nada del Pueblo español, nos confiere la 
Constitución  

FALLAMOS  

Que debemos desestimar y desestimamos 
el recurso de contencioso-administrativo 
promovido por la ADMINISTRACIÓN GENERAL 
DEL ESTADO contra la Resolución de 19 de 
junio de 2009, dictada por la Junta Arbitral 
del Concierto Económico con la Comunidad 
Autónoma del País Vasco en el expediente 
núm. 20/2008, que resuelve el conflicto nega-
tivo de competencia planteado por la Dipu-
tación Foral de Guipúzcoa contra la Adminis-
tración el Estado, declarando que la Adminis-
tración del Estado es la competente para 
devolver el IVA soportado pendiente de 
compensación por los ejercicios 2005 y 2006 
en el momento de la extinción de INVERLUR 
5005, S.A. a INVERLUR PARTICIPADAS, S.L., 
Sociedad Unipersonal, sucesora en la titulari-
dad del correspondiente crédito tributario, o 
a quien haya sucedido a ésta, en su caso, en 
dicha titularidad. Sin expresa imposición de 
costas. 
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